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El desconocimiento del Artículo 125 de la Constitución Política de 1991, que desarrolla 
el principio del mérito como mecanismo de acceso al empleo público, en Colombia 
genera dificultades en la conformación de la gestión pública; este es un análisis de los 
factores jurídicos y sociales, que han conllevado la actual crisis de las instituciones 
públicas del país, identificando la relación que existe entre la inaplicación de los 
postulados del mérito y su impacto negativo sobre la dinámica del Estado Social de 
Derecho de la Constitución Política de 1991; ejemplarizando las connotaciones teóricas 
del tema a partir del desarrollo de la Convocatoria DIAN 0128 de 2009, convocada por la 
Comisión Nacional de Servicio Civil, estableciendo si en su dinámica se dio cumplimiento 
al trámite legal típico de las convocatorias por concurso público, reglamentadas por la 
Ley 909 de 2004. 
 
 
Las dificultades en la implementación de la carrera administrativa por la presencia de 
cuerpos burocráticos, organizados en sistemas de carrera profesional al servicio del 
Estado, ponen en riesgo la democracia y gobernabilidad, que hacen necesario retornar 
a los conceptos de eficacia y eficiencia en que está basado el sistema de carrera 
administrativa, fundado en el mérito. 
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The ignorance of Article 125 of the National Constitution of 1991, which develops the 
merit principle as a means of access to public employment in Colombia creates difficulties 
in shaping public administration. This is an analysis of the legal and social factors, which 
have led to the current crisis of public institutions in the country, identifying the relationship 
between the non-application of the principles of merit and its negative impact on the 
dynamics of the rule of law the Constitution of 1991; exemplifying the theoretical 
connotations of the theme from the Summon DIAN 0128, 2009, convened by the National 
Civil Service Commission and establishing whether compliance was given to the typical 
legal procedure of calls for tender, regulated in its dynamics by Law 909 2004. 
 
Difficulties in implementing the administrative career by the presence of bureaucratic 
bodies, organized in systems career in the service of the state, threatening democracy 
and governance, making it necessary to return to the concepts of efficiency and 
effectiveness that is based the administrative career system, based on merit. 
 
Keywords: Merit, career, administrative, employment, function, public, effectiveness, 
efficiency, state, work, Bureaucracy, Management Constitution. 
 
 
Keywords: Merit, career management, job function, public, effectiveness, efficiency, 
state. 
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Conforme avanza la sociedad y el mundo del comercio en todos los países, se intentan 
nuevas formas de regulación normativa que permiten el desarrollo de las instituciones 
jurídico laborales, buscando proteger a los trabajadores de las modernas formas de 
explotación laboral impuestas por el modelo económico capitalista, como son el trabajo 
precario, la tercerización, el sub empleo, la flexibilidad laboral, la desregulación del 
trabajo y el abaratamiento del despido. 
 
 
Ha sido una constante en las relaciones entre naciones que primero surjan los tratados 
comerciales, luego el intercambio de la fuerza productiva, a través de la migración de los 
trabajadores o la introducción de nuevas formas de contratación en los países en los que 
la normatividad laboral sea menos rigurosa en sus formas y por último, se intente una 
regulación normativa homogénea para los países vinculados por una relación comercial 
o productiva.  
 
 
Una vez eliminada la excepción económica del bloque socialista en el mundo, el proceso 
de globalización adoptó un ritmo acelerado de expansión económica. “La integración 
económica, financiera y comercial en el plano mundial lleva consigo la desregulación y 
re- regulación de las estructuras productivas, para que éstas puedan responder a un 
proceso global de competencia, siempre más exigente en términos de los costes 
laborales” (Psimmenos, 1999, pág. 58). Bajo cualquiera de los términos comúnmente 
empleados, globalización o mundialización, según la matriz sea anglosajona o francesa, 
se está haciendo referencia a la internacionalización a escala planetaria del sistema 
económico capitalista. Sin embargo, la globalización no se reduce a un fenómeno 
estrictamente económico. Tiene una evidente multidimensionalidad que implica facetas 
sociales, culturales y políticas” (Beck, 1998).  
 
 
Ahora, el proceso de globalización económica, social y jurídica ha dado origen a nuevas 
formas de regulación laboral, que de manera paulatina tratan de reivindicar los excesos 
institucionalizados por el neoliberalismo. De manera que, actualmente, se presenta como 
una tendencia a la humanización y re - regulación de las relaciones laborales, expresada 
en la constitucionalización de los derechos trabajadores, la atenuación de las 
2 
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desigualdades en términos de exclusión entre el capital y el trabajo y, entre ricos y 
pobres, los procesos de internacionalización de la normatividad, intentando una 
homogenización de las poblaciones en sus estilos de vida, corrigiendo la diferenciación 
extrema, la fragmentación y la exclusión.  
 
 
Colombia inició su proceso de adhesión a la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico OCDE, que impulsa de manera concertada mecanismos de 
expansión económica a partir del diseño de políticas de cooperación interestatal en 
procura de la evolución armónica de los países miembros, intercambiando experiencias 
políticas, identificando mejores prácticas de apoyo al crecimiento económico, mejorando 
la calidad de vida de las comunidades y manteniendo la estabilidad financiera mundial, 
actualmente agrupa el 80% de las operaciones comerciales.  
 
 
Respecto a las políticas de gobernabilidad del Estado, los países que conforman la 
OCDE garantizan la igualdad y el mérito como principio de la función pública, 
compartiendo un sistema formal de acceso al empleo público, “cuyo objetivo primordial 
radica en la selección de los mejores aspirantes a ejercer los cargos públicos y por ende 
asegurar la eficiencia y eficacia en la prestación del servicio de las entidades y 
organismos del Estado, es decir, que el cumplimiento de los fines del Estado, estriba en 
la competencia con la cual los funcionarios de carrera cumplen las funciones y 
responsabilidades que les asignan la constitución y la ley” (CNSC - ESAP, 2011, pág. 5). 
 
 
Colombia cuenta con un importante marco normativo, formal y teóricamente ajustado a 
las exigencias de la OCDE en punto de las condiciones de acceso y promoción del 
empleo público, sin embargo, la voluntad política está enfocada en conservar el dominio 
de los cuerpos burocráticos para satisfacer necesidades particulares, generando 
problemas de gobernabilidad dada la evidente ineficiencia del aparato estatal, de manera 
que, para superar estas limitaciones denotadas por el organismo internacional, más que 
reformas legales, hacen falta ajustes estructurales en las instituciones que vigilan la 
aplicación del mérito como principio constitucional y el acatamiento riguroso del sistema 
legal fundado en el mérito consagrado en el Artículo 125 de la Constitución Nacional.  
 
 
En este ensayo, se pretende hacer una proyección de los actuales requerimientos de la 
función pública enmarcado en los postulados del mérito, a partir del diagnóstico de sus 
causas históricas, socio culturales y jurídicas que conllevaron la actual crisis de las 
instituciones públicas del país, identificando las constantes dificultades legales y 
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operativas que se presentan como una generalidad tanto para el ingreso a la carrera 
administrativa, como para la promoción y ascenso en las diferentes escalas del empleo 
público, las cuales habrán de ser superadas para satisfacer los principios de eficiencia y 
eficacia en el operar del Estado.  
 
 
Para entender el actual sistema de carrera administrativa vigente en el modelo estatal, 
se examinan las doctrinas de Max Weber, quien entre 1917 y 1920 en su obra Economía 
y Sociedad, desarrolló el primer sistema estandarizado de servicio civil de administración 
de personal en el sector público, a partir del cual fueron implementados  institutos del 
sistema burocrático, los cuales también rigieron en Colombia y aunque el país ha dado 
muestras de un tímido avance hacia el sistema típico del Funcionalismo Pos Burocrático, 
en su dinámica parece no haberse superado, aunque tengamos una institución para la 
administración del sistema de mérito, como es la Comisión Nacional del Servicio Civil.  
 
 
Finalmente, como un aporte académico planteo una guía de mejoramiento institucional 
de la Comisión Nacional de Servicio Civil, ajustada a los actuales requerimientos 
internacionales del mérito como instituto obligado de vinculación y promoción en el 
empleo público, teniendo como punto de partida las dificultades denotadas en el 
desarrollo de la Convocatoria DIAN –2009, cuyo estudio se usó para visualizar la 
dinámica de los concursos públicos de mérito. 
4 
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CAPÍTULO I. Fundamentos Constitucionales y 
Legales del Sistema de Carrera Administrativa en 
Colombia. 
 
Como etapa introductoria en este artículo, hemos de analizar el desarrollo constitucional 
del principio del mérito, a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991 y su 
modulación jurisprudencial por la Corte Constitucional, partiendo de las concepciones 
propias del Estado Social de Derecho, por cuya virtud la Carrera Administrativa también 
se constituye como un principio de origen constitucional. 
 
 
Igualmente, recurriendo al ejercicio de elaboración de líneas jurisprudenciales, siguiendo 
el método propuesto en Colombia por Diego López, se plantea una solución a los 
constantes cuestionamientos de la ciudadanía que acuden a la Jurisdicción en demandas 
de constitucionalidad de las normas y de los participantes en concursos públicos de 
mérito que en sede de Tutela, provocaron reiterados pronunciamientos de la Corte 
Constitucional, respecto al carácter vinculante de las listas de elegibles en la provisión 
de empleos públicos, so pena del desconocimiento de los principios fundamentales de 
igualdad material, (artículo13), y buena fe, derecho de todos los ciudadanos a acceder a 
los cargos públicos, (artículo. 40 – 7) y al trabajo, también de protección constitucional.  
 
 
De otra parte, partiendo del concepto de bloque de constitucionalidad, se hace un estudio 
de las normas internacionales que regulan el empleo público, desde el enfoque del 
derecho colectivo, regulando la negociación colectiva a través del Convenio Número 151 
de la O.I.T. (OIT, 1981), sobre la protección del derecho de sindicación y los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública 
y la Recomendación Número 159 sobre las relaciones de trabajo en la administración 
pública promulgada por la OIT en 1978 (OIT, 1978), finalmente, se analiza el conjunto 
normativo que regula la carrera administrativa en Colombia, a partir de la expedición de 
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1.1 La Constitución Política de Colombia – 
Constitucionalización del Mérito a partir de 1991. 
 
El régimen de carrera administrativa, tal como lo concibió el Constituyente de 1991, 
impulsa la realización plena y eficaz de los principios de igualdad y de imparcialidad, 
porque se sustenta en la promoción de un sistema de competencia a partir de los méritos, 
capacitación y específicas calidades de las personas que aspiran a vincularse a la 
administración pública; sólo cumpliendo esos objetivos, que se traducen en captar a los 
mejores y más capaces para el servicio del Estado; este, el Estado, está en capacidad 
de garantizar la defensa del interés general, porque descarta de manera definitiva la 
inclusión de otros factores que repugnan a la esencia misma del Estado Social de 
Derecho, tales como el clientelismo, el favoritismo y el nepotismo entre otros, y en cambio 
fomenta la eficacia y eficiencia de la gestión pública (Martínez Cárdenas, Jurisprudencia 
Constitucional sobre Función Pública y Carrera Administrativa en Colombia, 2008). 
 
 
La Corte Constitucional Colombiana, en punto del mérito expuso: “Se busca que la 
administración esté conformada por personas aptas desde los puntos de vista de 
capacitación profesional e idoneidad moral, para que la función que cumplan sea acorde 
con las finalidades y preceptivas que el interés general espera de los empleados que 
prestan sus servicios al Estado”.  
 
 
El elemento objetivo de la eficiencia es el determinante de la estabilidad laboral, por 
cuanto es su principio de razón suficiente. No se trata de una permanencia en el cargo 
por razones ajenas a la efectividad de los buenos resultados, ni el ingreso al empleo sin 
una vinculación fundada en motivos diferentes a la capacidad. Igualmente, el retiro se 
hará por hechos determinados legalmente, inspirados en la realidad de la eficiencia 
laboral. En definitiva se protege el interés general”. (Colombia - Corte Constitucional - 
Sentencia C-37 de 1996) 
 
 
La Sentencia C – 566 de 1995, proferida por la Corte Constitucional, siendo Magistrado 
Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz, en decisión proferida  dentro del proceso de 
constitucionalidad adelantado contra el numeral 9 (parcial), del artículo 89 y el numeral 
6 (parcial del artículo 99 de la Ley 142 de 1994, por el cual se establece el régimen de 
los servicios públicos domiciliarios), expuso que el Estado Social de derecho se erige 
sobre los valores tradicionales de la libertad, la igualdad y la seguridad, pero su propósito 
principal es procurar las condiciones generales para lograr su efectividad y la adecuada 
integración social.  
 
 
De manera que, en la Constitución Política vigente, el Estado Social de Derecho, se 
proyecta en primer término, en la consagración del principio de igualdad y en su 
consecuencia obligada; los derechos sociales y económicos y en la prestación de los 
servicios públicos. En segundo término, a través de los derechos de participación de 
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todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la nación, que se compendian en el principio democrático y gracias al cual se 
socializa el Estado y las diferentes instancias de poder dentro de la comunidad.  
 
 
El avance del Estado Social de Derecho, como postulado de la Constitución no responde 
al inesperado triunfo de ninguna virtud filantrópica, sino a la actualización histórica de 
sus exigencias, las cuales no son ajenas al crecimiento de la economía y a la activa 
participación de los ciudadanos y de sus organizaciones en el proceso democrático. 
(Colombia - Corte Constitucional - Sentencia C-566 de 1995). 
 
 
Retomando el anterior concepto, el Estado Social de Derecho, se propone fortalecer 
servicios y garantizar derechos a la comunidad tales como la asistencia sanitaria y el 
medio ambiente saludable, la salud, la educación pública, el trabajo y la vivienda dignos 
considerados esenciales para brindar a los habitantes de un territorio un nivel de vida 




Estos principios  están enmarcados todos dentro de los principios del liberalismo clásico, 
postulados por Lorenz Von Stein, economista y sociólogo alemán, que a mediados del 
Siglo XIX sostenía que el Estado Social era una manera concreta de evitar la revolución 
porque se propone mejorar la calidad de vida de las clases bajas, evitando su natural 
proceso de intentar ascender.   
 
 
En efecto, que Colombia sea un Estado social de derecho significa que los constituyentes 
en representación del pueblo decidieron adoptar una forma específica de estado que se 
caracteriza por el reconocimiento de derechos de índole individualista, como de orden 
colectivista (económicos, sociales, culturales), con una idea de propiedad privada, pero 
sumada a la existencia de su función social, con una importante labor interventora del 
Estado en todos los niveles, fundamentalmente en el orden económico, con una idea de 
igualitarismo con intervenciones necesarias y no siempre obligatorias. 
 
 
Entonces, “De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en el Estado 
Social de Derecho, la carrera administrativa constituye un principio constitucional y como 
tal una norma jurídica superior de aplicación inmediata, que contiene la base axiológico- 
jurídica de interpretación, cuyo desconocimiento vulnera la totalidad del ordenamiento 
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1.1.1 Desarrollo del Artículo 125 de la Constitución Política, el Mérito 
como Principio Constitucional. 
 
 
El principal objetivo de este aparte del trabajo, es el análisis del desarrollo jurisprudencial 
de los principios derivados del Artículo 125 de la Constitución Política, respecto al 
concurso abierto y público de méritos, concebido como un factor prevalente para el 
acceso, permanencia, ascenso y retiro del empleo público, analizado desde dos puntos 
cardinales, el primero de ellos, respecto al fundamento constitucional de los regímenes 
de carrera autorizados por la Carta, y el segundo, desde los criterios jurisprudenciales 
que ha venido fijando la Corte Constitucional, en punto a los tipos de concurso de méritos 
que resultan aplicables a las fases de ingreso a la carrera y de ascenso a los cargos de 
mayor jerarquía, en la provisión de los empleos públicos previo concurso de mérito, a 




Establece el Art. 125 de la Constitución Política:  
 
 
“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los 
de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales 
y los demás que determine la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no 
haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso 
público. El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y 
calidades de los aspirantes. 
 
 
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 
violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución 
o la ley. 
 
 
En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento 
para un empleo de carrera, su ascenso o remoción” (Colombia, 1991). 
 
 
Por su parte, el artículo 126 de la Carta Política reza:  
 
 
“Los servidores públicos no podrán nombrar como empleados a personas con las cuales 
tengan parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, 
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Tampoco podrán designar a personas vinculadas por los mismos lazos, con servidores 
públicos competentes para intervenir en su designación. 
 
 
Se exceptúan de lo previsto en este artículo los nombramientos que se hagan en 




El estudio sistematizado de los precedentes jurisprudenciales reviste gran importancia 
por su fuerza vinculante en la resolución de nuevos casos, convirtiéndose en una 
herramienta útil al momento de resolver un problema jurídico partiendo de las decisiones 
judiciales que serán consideradas como un precedente referencial.  
 
 
Para el análisis jurisprudencial, me remitiré al método decantado por Diego López 
Medina, quien adoptó en Colombia un mecanismo para el análisis de una línea 
jurisprudencial, cuyo concepto es: (…) “una pregunta o problema jurídico bien definido, 
bajo el cual se abre un espacio abierto de posibles respuestas”. Este espacio abierto con 
todas las posibles respuestas a la pregunta planteada, es una estrategia conveniente 
para graficar las soluciones que la jurisprudencia ha dado al problema y para reconocer 
si existe un patrón de desarrollo decisional” (López Medina, 1997, pág. 139). Para la 
elaboración de esta línea jurisprudencial, fueron consultadas y analizadas decisiones 
proferidas por la Corte Constitucional, de las cuales fueron elegidas las que desarrollan 
el siguiente problema jurídico: 
 
 
¿Se desconocen los principios fundamentales de igualdad material, (artículo13), y buena 
fe, derecho de todos los ciudadanos a acceder a los cargos públicos, (artículo. 40 – 7), 
al trabajo y la regla según la cual los empleos en los órganos y entidades del Estado son 
de carrera y deben proveerse a través de concurso público de méritos, cuando no se 
autoriza la utilización de una lista de elegibles conformada dentro de un concurso abierto 
y público de méritos? 
 
 
Planteada la pregunta de esta manera, surgen entonces como una hipótesis doctrinal 
constante en el interior de la línea, similares respuestas a lo largo de las sentencias 
analizadas, que se desprenden con carácter vinculante de lo que la doctrina ha 
denominado ratio decidendi; término que definiremos en los precisos términos decantados 
por la Jurisprudencia Constitucional, así:  “La ratio decidendi es una regla con un grado 
de especificidad suficientemente claro, que permite resolver efectivamente si la norma 
juzgada se ajusta o no a la Constitución.  Implica en sí misma una autorización, una 
prohibición o una orden derivada de la Constitución y generalmente responde al 
problema jurídico, la cual puede consolidarse en una oportunidad posterior, esto es, 
cuando de manera reiterada se afirma la regla del fallo inicial en otros casos, de manera 
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tal, que le permiten al juez ser fiel a una interpretación constitucional determinada”. 
(Colombia - Corte Constitucional - Sentencia T - 292, 2006) 
 
 
Todos y cada uno de los casos analizados al interior de la línea jurisprudencial, nos 
permiten entender el poder vinculante y obligatorio de las listas de elegibles conformadas 
con ocasión de un concurso de méritos, convocado por los órganos competentes, en 
garantía de los derechos fundamentales de igualdad material, trabajo y buena fe, que 
son analizados en el óbiter dicta de cada una de las decisiones consultadas, sin embargo, 
en el nicho citacional del ejercicio, con un criterio eminentemente práctico  solo son 
expuestos los antecedentes de cada sentencia y su ratio decidendi, así: 
 
 
En primera instancia, como Sentencia Arquimédica fue elegida la decisión T – 294 del 
14 de abril de 2011, propuesta por Elvira Liliana Hernández Libreros, en contra de la 
Comisión Nacional de Servicio Civil y la Alcaldía Mayor de Bogotá, siendo Magistrado 
Ponente el Doctor Luis Ernesto Vargas Silva, mediante la cual se reiteraron los efectos 
de la Sentencia C- 588 de 2009, que declaró inexequible el Acto Legislativo 01 de 2008, 
bajo la premisa que el nominador tiene la obligación de proveer los cargos de carrera 
con el primero de la lista de elegibles, haciendo vinculante el resultado de un concurso 
de méritos para la entidad convocante, dentro del análisis jurídico del caso planteado, en 




“La Corte en amplia y reiterada jurisprudencia se ha pronunciado sobre la obligación del 
nominador de proveer los cargos para los cuales se abrió el concurso público, con el 
aspirante que ocupó el primer lugar y en orden descendente, en razón a que es una 
obligación nombrar en propiedad a quienes han superado un concurso público de 
méritos, en virtud del artículo 125 Superior, del cual se sigue que la regla general que 
rige el ingreso a la carrera administrativa es el concurso público de méritos”. 
 
 
Como sentencia fundadora, la Sentencia C–479 del 13 de agosto de 1992, siendo sus 
Magistrados Ponentes José Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez 
Caballero, mediante la cual se resolvieron de manera acumulada las demandadas de 
inconstitucionalidad contra el artículo 2º de la Ley 60 de 1990, por la cual se revistió al 
Presidente de la República de facultades extraordinarias para modificar la nomenclatura, 
escalas de remuneración, el régimen de comisiones, viáticos y gastos de representación, 
y tomar otras medidas en relación con los empleos del sector público del orden nacional, 
así como contra diferentes artículos (en algunos casos se impugna la totalidad) del 
Decreto-ley número 1660 de 1991, por el cual se establecieron sistemas especiales de 
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“Se busca que la carrera administrativa permita al Estado contar con servidores cuya 
experiencia, conocimiento y dedicación garanticen, cada vez con mejores índices de 
resultados, su verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los 
entes públicos, a partir del concepto según el cual el Estado Social de Derecho exige la 
aplicación de criterios de excelencia en la administración pública. Ello conduce a la 
instauración de la carrera administrativa como sistema propicio a la obtención de 
eficiencia y eficacia y, por tanto, como técnica al servicio de los fines primordiales del 
Estado Social de Derecho. Los fines propios de la carrera resultan estropeados cuando 
el ordenamiento jurídico que la estructura, pierde de vista el mérito como criterio de 
selección y sostén del empleo, o cuando ignora la estabilidad de éste como presupuesto 
indispensable para que el sistema opere”.  
 
 
Se considera fundadora en tanto, fue la primera que analizó los derechos derivados de 
la carrera administrativa y los principios de eficacia, eficiencia y mérito en el empleo 
público, como garantes de estabilidad en el cargo. 
 
 
Como sentencia hito se tomó la C – 588 del 27 de agosto de 2009, mediante la cual se 
declaró inexequible en su totalidad el Acto Legislativo No. 01 de 2008, por medio del cual 
se adicionó el artículo 125 de la Constitución Política”, dándole efectos retroactivos, 
reanudando en consecuencia los trámites relacionados con los concursos públicos que 
hubieren sido suspendidos y dispuso que carecían de valor y efecto todas las 
inscripciones extraordinarias en carrera administrativa o los ingresos automáticos a la 
misma que, con fundamento en el Acto Legislativo No. 01 de 2008, se hayan realizado, 
en esta oportunidad la Corporación consideró:  
 
 
“La Corte Constitucional tiene facultad para dotar de efectos retroactivos a sus 
sentencias, y en esta oportunidad hará uso de esa facultad, porque el artículo 1º del Acto 
Legislativo No. 01 de 2008 tiene por efecto suspender una parte de la Constitución, cuyo 
carácter permanente no admite soluciones de continuidad, a lo cual cabe agregar que la 
materia objeto de suspensión constituye uno de los ejes definitorios de la identidad 
constitucional y que la sustitución parcial desconoce la integridad de la Carta, integridad 
cuya guarda también está confiada a la Corte Constitucional. Consecuente con lo 
anterior, se ordenará la reanudación de los concursos suspendidos, sin desmedro del 
derecho que asiste a quienes venían inscritos en las respectivas convocatorias 
realizadas antes de expedirse el Acto Legislativo, o a quienes en el caso de 
convocatorias posteriores a su vigencia dejaron de inscribirse, por hacer uso del 
pretendido derecho a la inscripción extraordinaria, y se determina la carencia de valor y 
efecto de todas las inscripciones extraordinarias en carrera administrativa o los ingresos 
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Entre las sentencias reiteradoras más importantes, está la SU 913 del 11 de diciembre 
de 2009, proferida para unificar criterios para evitar la vulneración sistemática de 
derechos fundamentales de los concursantes que obtuvieron los mejores puntajes en el 
concurso de mérito de Notarios, cuyo elemento normativo es la sentencia C-741 de 1998 
proferida respecto a la demanda de inconstitucionalidad del artículo 145 del Decreto Ley 
960 de 1970, que señaló que los Notarios podían desempeñar el cargo en propiedad, 
interinidad o encargo, y el inciso primero del artículo 146 del Estatuto Notarial que 
estableció que solo puede acceder al nombramiento en propiedad, quien ha sido 
seleccionado mediante concurso, de manera que una vez designado no puede ser 




En este punto el argumento central de la Corte Constitucional es que: “La lista de 
elegibles es un acto administrativo mediante el cual el participante adquiere un derecho 
particular y concreto. Cuando la Administración asigna a un concursante, puntaje al 
finalizar cada una de las fases que comprende el concurso, expide un acto administrativo 
de carácter particular y concreto, en la medida que surte un efecto inmediato, directo y 
subjetivo respecto del destinatario; lo mismo ocurre cuando consolida dichos resultados 
mediante la conformación de una lista de elegibles; acto administrativo que a pesar de 
su naturaleza plural en cuanto lo integra un conjunto de destinatarios, crea derechos 
singulares respecto de cada una las personas que la conforman, de manera que el 




Una vez en firme, al acto administrativo que contiene la lista de elegibles no puede ser 
modificado en sede Administrativa, sin perjuicio de la posible impugnación que se surta 
en sede judicial por fraude o incumplimiento de los requisitos de la convocatoria. Por ello, 
cuando el nominador designa para desempeñar un cargo de carrera a una persona que 
ocupó un puesto inferior dentro de la lista de elegibles, desplazando a quien la antecede 
por haber obtenido mejor puntaje, lesiona sin lugar a dudas derechos fundamentales, 
entre ellos, el de igualdad, el derecho al trabajo y el debido proceso. Como también se 
lesionan los derechos fundamentales de quienes ocupan los primeros lugares en las 








En el panorama internacional, están reglamentadas las relaciones laborales en el sector 
público desde dos enfoques, el primero a través del Convenio Número 151 de la O.I.T. 
(OIT, 1981), sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para 
determinar las condiciones de empleo en la administración pública y la Recomendación 
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Número 159 sobre las relaciones de trabajo en la administración pública promulgada por 
la OIT en 1978 (OIT, 1978). 
 
 
Para la integración válida de la normatividad internacional al ordenamiento jurídico 
colombiano, es pertinente remitirnos al concepto de Bloque de Constitucionalidad, que 
“hace referencia a la existencia de normas constitucionales que no aparecen 
directamente en el texto constitucional, es decir que una constitución puede ser 
normativamente algo más que el propio texto constitucional, esto es, que las normas 
constitucionales, o al menos supra legales, pueden ser más numerosas que aquellas que 
puedan encontrarse en el articulado de la Constitución Escrita. Al respecto es necesario 
tener en cuenta que las constituciones no son códigos totalmente cerrados, ya que los 
textos hacen remisiones expresas o tácitas, a otras reglas o principios, que sin estar en 
la constitución, tienen relevancia en la práctica constitucional, en la medida en que la 
propia constitución establece que esas otras normas tienen una suerte de valor 
constitucional. Así, los casos evidentes son aquellos en donde una constitución 
expresamente señala, que, por ejemplo, ciertos tratados de derechos humanos tienen 
rango constitucional, tal como lo hacen varias constituciones latinoamericanas”. 
(Uprimmy, 2005, pág. 4). 
 
 
El objetivo fundamental de la regulación vertida en convenios y tratados internacionales, 
es desarrollar los principios fundamentales con arreglo a los cuales todos los seres 
humanos, sin distinción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar 
material y su desarrollo espiritual en condiciones de libertad y dignidad, de seguridad 
económica y de igualdad de oportunidades, aspectos desarrollados en normas supra 
legales como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966 (ONU, 1966), en el 
cual se prevé el reconocimiento, entre otros derechos, del derecho a trabajar, que 
comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida 
mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, así como la adopción de medidas 




También se hace imperativo, hacer un pronunciamiento respecto al derecho fundamental 
a la igualdad, que en materia laboral aparece consagrado en el Convenio Internacional 
del Trabajo Número 111 aprobado por Colombia mediante la Ley 22 de 1967, relativo a 
la discriminación en materia de empleo y ocupación, realizando una definición del término 
discriminación y obligando a todo estado miembro para el cual el convenio se halle en 
vigor a “formular y llevar a cabo una política nacional, que promueva, por métodos 
adecuados a las condiciones y a las prácticas nacionales, la igualdad de oportunidades 
y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier 
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La Carta Iberoamericana de la Función Pública, proclamada por el Departamento de 
Asuntos Sociales y Económicos de las Naciones Unidas y el Centro Latinoamericano 
para el Desarrollo, ha tenido en cuenta en su función de administración y vigilancia de la 
carrera administrativa, los enunciados que sobre el principio del mérito refiere y, 
observando que la misma reconoce las diferencias entre las sociedades y los estados 
señala los arreglos institucionales que enmarcan el acceso al empleo público, la carrera 
de los empleados públicos, las atribuciones de los diferentes actores y otros elementos 




“Para la consecución de un mejor Estado, instrumento indispensable para el desarrollo 
de los países, la profesionalización de la función pública es una condición necesaria. Se 
entiende por tal la garantía de posesión por los servidores públicos de una serie de 
atributos como el mérito, la capacidad, la vocación de servicio, la eficacia en el 
desempeño de su función, la responsabilidad, la honestidad y la adhesión a los principios 
y valores de la democracia…” 
 
 
1.3 Desarrollo Legislativo Vigente del Sistema de Empleo 
Público en Colombia 
 
 
En el marco del Artículo 125 de la Constitución Política de 1991, fue expedida la Ley 909 
de 2004 que regula actualmente el empleo público, la carrera administrativa y la gerencia 
pública, estableciendo los principios básicos que regulan el ejercicio de la gerencia 
pública, cuando se trate de la prestación personal de servicios remunerados con 
vinculación legal y reglamentaria, en los organismos y entidades de la administración 
pública y que conforman la función pública. En esta disposición se otorgó al Gobierno 
Nacional facultades extraordinarias en varias materias relacionadas con el empleo 
público y la carrera administrativa, las cuales fueron desarrolladas por los Decretos 760, 
765, 770, 775, 780 785 y 790 de 2005. Estas disposiciones junto con sus Decretos 
Reglamentarios 1227 y 1228 de 2005, conforman el actual conjunto regulatorio del 
sistema general de carrera administrativa vigente en el país. 
 
 
El Decreto 1227 de 2005, reglamentario de la Ley 909 de 2004, regula los planes de 
capacitación en sus artículos 65 y siguientes, los cuales deben tener como fundamento, 
estudios técnico científicos que determinen las necesidades que presentan las distintas 
dependencias de la administración pública, como las de sus empleados y de esta 
manera, implementar el “desarrollo de las competencias laborales necesarias para el 
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La capacitación y el adiestramiento están consagrados como principios mínimos 
fundamentales en el Artículo 53 de la Carta Política, cuya observancia es de obligatorio 
cumplimiento para las entidades y organismos del Estado.  
 
 
El artículo 53 de la Constitución Política, ordenó al Congreso expedir el Estatuto del 
Trabajo, aunque a la fecha no ha sido acatada esta directriz por parte del legislativo, la 
Corte Constitucional ha asumido la labor de desarrollar por vía jurisprudencial el ámbito 
de aplicación del artículo 53 de la Constitución Política, en punto de los principios 
mínimos fundamentales en materia del trabajo, considerando en primer término que no 
hacen parte aislada del Estatuto del Trabajo, sino que están ligados al mismo 
funcionamiento del Estado. Al respecto la Corte ha dicho: “Es más: son principios 
esenciales que también se relacionan con la organización política del Estado Social de 
Derecho, empeñado en combatir las penurias económicas o sociales y las desventajas 
de diversos sectores, grupos o personas de la población, (v.g. los trabajadores), 
prestándoles asistencia y protección; todo esto, a través de herramientas (como las del 
artículo 53 C.P), dirigidas a la construcción de las condiciones indispensables “para 
asegurar a todos los habitantes del país una vida justa dentro de las posibilidades 
económicas que estén a su alcance”.  (Colombia - Corte Constitucional - Sentencia C - 
055 de 1999).  
 
 
Los principios mínimos fundamentales del trabajo son la igualdad de oportunidades para 
todos los trabajadores, remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la calidad y 
cantidad del trabajo, estabilidad en el empleo, irrenunciabilidad de los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales, facultades para transigir y conciliar sobre derechos 
inciertos y discutibles, situación más favorable al trabajador, primacía de la realidad sobre 
las formalidades establecidas por los sujetos de una relación laboral, garantía de la 
seguridad social, capacitación, adiestramiento y el descanso necesario, protección 
especial a la mujer, a la maternidad y al menor de edad, pago oportuno y reajuste 
periódico de las pensiones legales. Igualmente, se reguló que los convenios 
internacionales ratificados por Colombia hacen parte de la legislación interna y que 
ninguna ley, acuerdo, pacto, convenio, contrato del trabajo, puede menoscabar la 
libertad, la dignidad humana y los derechos de los trabajadores.  
 
 
El Decreto 1228 de 2005, crea y regula las comisiones de personal que debe estar 
conformada en todos los organismos y entidades regulados por la Ley 909 de 2004, por 
dos representantes del organismo o entidad, designados por el nominador o por quien 




El Decreto 775 de 2005, estableció el Sistema Específico de Carrera para las 
Superintendencias de la Administración Pública Nacional. El Decreto 770 de 2005, 
establece el sistema de funciones y requisitos generales para los empleos públicos 
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correspondientes a los niveles jerárquicos pertenecientes a los organismos y entidades 
del orden nacional a que se refiere la Ley 909 de 2004 y que rigen para los empleos 
públicos pertenecientes a los Ministerios, Departamentos Administrativos,  
Superintendencias, Establecimientos Públicos, Unidades Administrativas Especiales, 
Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, Entes Universitarios 
Autónomos, Empresas Sociales del Estado, Empresas Industriales y Comerciales del 




El Decreto Ley 765 de 2005, modificó el Sistema Específico de Carrera de los empleados 
de la Unidad Administrativa Especial – Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
 
 
El Decreto 760 de 2005, estableció el procedimiento que debe surtirse por y ante la 
Comisión Nacional de Servicio Civil y derogó el Decreto Ley 1568 de 1998.  
 
 
La Ley 1033 de 2006 establece la Carrera Administrativa Especial para los Empleados 
Públicos no uniformados al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas 
Militares, de la Policía Nacional y de sus entidades descentralizadas adscritas y 
vinculadas al sector Defensa. 
 
 
El Decreto 780 de 2005, reguló el Sistema Específico de Carrera para los empleados del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 
 
 
Por el Decreto 785 de 2005, se regula el sistema de Nomenclatura y Clasificación y de 
Funciones y Requisitos Generales de los empleos de las Entidades Territoriales que se 
regulan en las disposiciones de la Ley 909 de 2004. 
 
 
El Decreto 790 de 2005, establece el Sistema Específico de Carrera Administrativa de la 
Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil.  
 
 
El Decreto 4500 de 2005, reglamenta el Artículo 24 de la Ley 443 de 1998 y Ley 909 de 
2004, sobre las fases que deberán surtir los procesos de selección que se adelanten 
para proveer empleos en varias entidades.  
 
 
El Decreto 2772 de 2005, mediante el cual se establecen las funciones y requisitos 
generales para los diferentes empleos públicos de los organismos y entidades del orden 
nacional, modificado por el Decreto 871 de 2006, respecto a la acreditación de estudios 
superiores como requisitos para optar por los cargos en carrera administrativa, exigiendo 
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que se adelanten en materias afines o específicas al cargo a que se aspire y la 
compensación de los requisitos académicos con experiencia específica.  
 
 
La Ley 27 de 1992, por la cual se desarrollaba el artículo 125 de la Constitución Política, 
se expidieron normas sobre administración de personal al servicio del Estado, se 
otorgaron unas facultades y se dictaron otras disposiciones (Congreso de la República, 
1992), fue derogada por el Artículo 87 de la Ley 443 de 1998 que en su Artículo 22 reza: 
“De los requisitos para los empleos del nivel territorial: Al entrar en vigencia esta Ley, los 
empleados del nivel territorial que por virtud de ella llegaren a desempeñar cargos de 
carrera administrativa de conformidad con las normas vigentes, deberán acreditar dentro 
del año siguiente, el cumplimiento de los requisitos señalados en los manuales para los 
respectivos cargos o en las equivalencias establecidas en el decreto 583 de 1984, Ley 
61 de 1987 y Decreto Reglamentario 573 de 1988”, lo anterior, en abierta contradicción 
con el principio de mérito establecido en el Artículo 125 de la Constitución Política, reguló 
la posibilidad para los empleados del ámbito territorial que ocuparan cargos de carrera a 
la fecha de entrar en vigencia esa Ley, tendrían un año de plazo para acreditar los 
requisitos del cargo y solicitar su inscripción en el escalafón de carrera administrativa, 
configurando un ingreso extraordinario y no por concurso, ni por mérito, sino por estar ya 
desempeñando un cargo clasificado previamente como de carrera, al momento de 
expedirse la ley.  
 
 
Ante esta situación, la carrera administrativa entró en receso al no existir una instancia 
competente para realizar los procesos de selección, porque a pesar de que la Comisión 
Nacional de Servicio Civil venía fungiendo bajo la denominación de Consejo Superior del 
Servicio Civil, creado mediante el Decreto 728 de 1968 (Colombia Presidencia de la 
República, 1968), hasta su incorporación como tal en la Constitución de 1991, sus 
funciones estaban enfocadas en la elaboración de directrices sobre administración de 
personal y de la carrera administrativa, pero no en la aplicación de los principios de mérito 
y concurso público para acceder a la función pública.  
 
 
En conclusión, en Colombia existe en rigor un completo marco constitucional y normativo 
representado en los Convenios 151 y 111; la Recomendación No. 159 de la Organización 
Internacional del Trabajo, los Artículos 125 y 126 de la Constitución Política, la Ley 909 
de 2004 y demás normas que la reglamentan, que desarrolla el principio del mérito, como 
una forma obligada de vinculación al servicio público. 
17 
SISTEMA DE MÉRITO A PROPÓSITO DE LA CONVOCATORIA NÚMERO 128 DIAN – 2009 
CAPÍTULO II. La Comisión Nacional de Servicio 
Civil 
 
Este capítulo hace un análisis de lo que es y fue la Comisión Nacional de Servicio Civil, 
durante la Convocatoria 128 DIAN – 2009, elegida en este ensayo por la concreción de 
su objeto y porque facilita el entendimiento del ámbito de un trabajo de campo, como un 
estudio académico puntual y que ilustra a manera de ejemplo, la dinámica funcional de 
la entidad encargada de administrar el principio constitucional del mérito en Colombia  
con las serias dificultades que ha debido afrontar en su ejercicio, en parte provocadas 
estas  por la falta de interés político de los órganos ejecutivo y legislativo, empeñados en 
conservar su poder nominador, alejado de los concursos públicos abiertos a la 
ciudadanía, en desconocimiento de lo que como se expuso ampliamente en el capítulo 
anterior, se plasmó como una garantía constitucional y una opción de oferta laboral a los 
trabajadores más capaces y de otra parte, por las falencias administrativas y de recursos 
que llegaron a relegarla incluso del Presupuesto General de la Nación, en la vigencia 
fiscal 2010 - 2014. 
 
 
Desde la primera regulación de la carrera administrativa en el país en 1938, ha sido 
constante la conformación de un órgano colegiado encargado de la administración y 
vigilancia de este subsistema de administración de personal. Primero fue el Consejo 
Nacional de Administración y Disciplina - Ley 165 de 1938; luego la Comisión de 
Reclutamiento, Ascensos y Disciplina - Ley 19 de 1958; la Comisión Nacional del Servicio 
Civil - Decreto 1679 y 1732 de 1960 y el Consejo Superior del Servicio Civil - Decreto 
728 de 1968, hasta su incorporación como Comisión Nacional del Servicio Civil en el 
texto constitucional en 1991. 
 
 
2.1 El Artículo 125 de la Constitución Política de 1991, desde 
la Comisión Nacional del Servicio Civil en Colombia 
 
 
La actual Comisión Nacional de Servicio Civil, en los términos del artículo 113 de la 
Constitución, es un órgano autónomo e independiente, del más alto nivel en la estructura 
del Estado Colombiano, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y 
técnica, y que no hace parte de ninguna de las ramas del poder público.  
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El Artículo 125 de la Constitución Política, señala los elementos estructurales del sistema 
de carrera, administrado por la Comisión Nacional de Servicio Civil,  de cuyo tenor literal 
pueden extraerse los siguientes:  
 
 
1.- Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. 
 
 
2.- Se exceptúan los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, 
los de los trabajadores oficiales y los demás que determine la ley;  
 
 
3.- Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 
Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público;  
 
 
4.- El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso a los mismos, se hará previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y 
calidades de los aspirantes.  
 
 
5.- El retiro del servicio se hará por calificación no satisfactoria en el desempeño del 
empleo y por las demás causales previstas en la Constitución y la Ley; y  
 
 
6.- En ningún caso la filiación política podrá determinar el nombramiento de un empleo 
de carrera, su ascenso y remoción.  
 
 
El sistema de carrera hace parte de todo el entramado constitucional e irradia la 
concepción de Estado Social y Democrático de Derecho, al punto que la jurisprudencia 
no ha dudado en calificarlo como un principio fundamental, pilar esencial y eje definitorio 
de la estructura básica de la Carta Política de 1991. (Colombia - Corte Constitucional - 
Sentencia C - 285, 2015). 
 
 
En desarrollo de su función, la Comisión Nacional de Servicio Civil, ha convocado desde 
su creación con la Constitución de 1991, diferentes concursos públicos de mérito, como 
la Convocatoria 001 de 2005, regulada por la Resolución 171 de 5 de diciembre de 2005, 
ofertando cargos en entidades como INPEC, DIAN, Directivos Docentes y Docentes, 
DAS, Superintendencias, UGPP, IDARTES, Ministerio de Educación Nacional, Instituto 
Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos INVIMA, Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, la Agencia Colombiana para la 
Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas, Catastro Distrital, Contratos 
Territorial - Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, Contralorías 
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Territoriales, Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia, Parques 
Nacionales, Agencia Nacional de Minería. 
 
 
En la actualidad, según lo dispone el artículo 130 superior (Colombia, 1991), la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, es la responsable de la administración y vigilancia de las 




Por su parte, la Corte Constitucional fijó en las sentencias C-372 de 1999 (Colombia - 
Corte Constitucional - Sentencia C - 372, 1999) y C-1262 de 2005 (Colombia - Corte 
Constitucional - Sentencia C - 1262, 2005) los alcances del artículo 130, de los cuales 
hacen parte los siguientes componentes: 
 
 
1.- La función de administración a cargo de la Comisión comprende la selección de los 
candidatos para la provisión de cargos de carrera. A partir de entonces, las competencias 
para seleccionar y para nombrar empleados públicos de los sistemas de carrera, excepto 
los especiales, están asignadas a autoridades diferentes. 
 
 
2.- La Constitución prevé la existencia de una única Comisión Nacional del Servicio Civil, 
lo cual excluye la posibilidad de organizar comisiones seccionales o departamentales 
encargadas de la administración y vigilancia de las carreras en el orden territorial.  
 
 
3.- La Comisión Nacional del Servicio Civil, en los términos del artículo 113 de la 
Constitución, es un órgano autónomo e independiente, del más alto nivel en la estructura 
del Estado Colombiano, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y 
técnica, y no hace parte de ninguna de las ramas de poder público.  
 
 
Las atribuciones genéricas en materia de administración versan sobre la selección de 
candidatos para la provisión de los empleos de carrera, el sistema de formación de 
carrera y la fijación de los parámetros para la evaluación del desempeño laboral de los 
empleados de carrera.  Por su parte, la vigilancia comprende la verificación y control de 
la gestión de los procesos de selección, los cuales se adelantan por la CNSC, a través 
de universidades e instituciones de educación superior, la atención de quejas y 
reclamaciones por violación e inaplicación de normas de carrera y propender por la 
correcta aplicación de los procedimientos para la evaluación del desempeño. La 
Comisión es en últimas, la garante del mérito en el empleo público. (Comisión Nacional 
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La misión de la Comisión Nacional de Servicio Civil, en la actualidad está orientada a 
posicionar el mérito y la igualdad en el ingreso y desarrollo del empleo público; velar por 
la correcta aplicación de los instrumentos normativos y técnicos que posibiliten el 
adecuado funcionamiento del sistema de carrera; y generar información oportuna y 
actualizada, para una gestión eficiente del sistema de carrera administrativa, en suma 
como institución busca garantizar a través del mérito que las entidades públicas cuenten 
con servidores competentes y comprometidos con los objetivos instituciones y el logro 
de los fines del Estado.  
 
 
Actualmente, la estructura orgánica de la Comisión Nacional de Servicio Civil, regulada 
por el Acuerdo 179 de 2012, está compuesta por una Sala Plena que la conforman el 
Comisionado Presidente y dos Comisionados, de quienes dependen en línea directa la 
Oficina de Planeación y la Oficina de Control Interno, a su vez la Oficina Asesora de 
Planeación coordina el Grupo de Defensa Judicial y Extrajudicial.  Además entre las 
funciones del Comisionado Presidente está la dirección de la Secretaría General, que 
tiene en sus dependencias el Grupo de Atención a PQR y Orientación al Ciudadano  y la 
Dirección de Apoyo Corporativo y el Grupo de Registro Público de Carrera.  (Comisión 
Nacional de Servicio Civil, 2015) 
 
 
Aunque el Acuerdo 179 de 2012, creó la Oficina Asesora en Informática y la Oficina 
Asesora Jurídica, como dependencias de la Oficina del Comisionado Presidente y la 
Dirección de Vigilancia de la Carrera Administrativa y la Dirección de Administración de 
la Carrera Administrativa, a la fecha no se han implementado por falta de vialidad 
presupuestal.   
 
 
Actualmente, durante la ejecución del Plan Estratégico aprobado para el periodo 2015 – 
2018, por la Sala Plena de la Comisión Nacional de Servicio Civil, ha trazado en sus 
directrices como objetivos: (Comisión Nacional de Servicio Civil , 2015) 
 
 
1.- Fortalecer y aumentar el proceso de acreditación de las universidades e instituciones 
de educación superior en términos técnicos.  
 
 




3.- Fortalecer el Sistema de Evaluación del Desempeño Laboral como herramienta de 
gestión determinante para la permanencia de los servidores públicos y el desarrollo de 
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4.- Afianzar el Registro Público de Carrera Administrativa como el sistema único de 
información de novedades sucedidas dentro del sistema de carrera administrativa. 
 
 
5.- Unificar y divulgar las normas y doctrina del Sistema de Carrera Administrativa.  
6.- Fortalecer los mecanismos de vigilancia para la correcta y efectiva aplicación de las 




7.- Fortalecer y aumentar la capacidad de gestión institucional de la Comisión Nacional 
de Servicio Civil.   
 
 
La Comisión Nacional de Servicio Civil, en uso de sus atribuciones constitucionales, 
legales y reglamentarias, emitió el pasado 12 de agosto de 2015, la Circular 04 de 2015, 
en la cual se da instrucción a los representantes legales y jefes de unidades de personal 
de las entidades pertenecientes a los sistemas administrados y vigilados por la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, sobre el registro de vacantes definitivas en el Registro Público 
de Carrera Administrativa OPEC, en el aplicativo “Registro OPEC” dispuesto para este 
fin y desde el 1 de marzo de 2016, la CNSC, puso a disposición de la ciudadanía el 
Sistema de Apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad – SIMO, que se convierte 
en el sistema de información centralizada de la gestión de los concursos abiertos de 
méritos que adelanta la Comisión, haciendo más fácil y rápida la secuencia de etapas 
propias de las Convocatorias a empleos públicos en Colombia.  (Comisión Nacional de 
Servicio Civil , 2015) 
 
 
2.2 La Comisión Nacional de Servicio Civil, durante el 
desarrollo de la Convocatoria 128 DIAN 2009.  
 
 
Durante la Dirección del Comisionado Frídole Ballén Duque, la Comisión Nacional de 
Servicio Civil, elaboró la Convocatoria 128 - DIAN 2009 y se propuso ser reconocida en 
el 2014, como la entidad que en el Estado Colombiano garantizara de manera efectiva 
la carrera administrativa, con adecuada capacidad institucional, posicionada como la 
autoridad técnica en la materia, teniendo como misión garantizar a través del mérito, que 
las entidades públicas cuenten con servidores de carrera competentes, comprometidos 
con los objetivos institucionales y el logro de los fines del Estado. 
 
 
La Comisión Nacional de Servicio Civil, que funcionaba en vigencia de la Convocatoria 
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2.- Fortalecer su capacidad institucional para atender de manera efectiva los 
requerimientos de los usuarios.  
 
 
3.- Consolidar confianza y credibilidad en los procesos de selección mediante la 
optimización de criterios técnicos.  
 
 
4.- Garantizar la correcta provisión de los empleos de carrera a través de la aplicación 
de los mecanismos otorgados por la Ley. 
 
 
5.- Lograr que la carrera administrativa sea una política de Estado.  
 
 
6.- Dotar a la Comisión de herramientas internas para el correcto ejercicio de la función 
de vigilancia.  
 
 
7.- Optimizar la gestión de la información como instrumento para la administración y 
vigilancia de la carrera.  
 
 
8.- Consolidar y automatizar el registro público de carrera.  
 
 
Retomando el contenido del Artículo 125 de la Constitución Política, el entonces 
Comisionado Presidente de la Comisión Nacional de Servicio Civil, expuso que: (…) “el 
mérito tiene fundamento en la Carta Política que prevé que el aspirante a ocupar un cargo 
en la administración pública debe acreditar los requisitos mínimos para desempeñar el 
empleo y haber superado con éxito el concurso público a través de cual se manifiestan 




La ley define el mérito como la “demostración permanente de las calidades académicas, 
la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de empleos”, y la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, al referirse al principio del mérito expresó (…)“el 
mérito se constituye en el fundamento constitucional de los procesos de selección para 
acceder al ejercicio de cargos públicos, de forma tal, que los requisitos y condiciones de 
acceso deben ser acreditados previamente por los aspirantes además de superar según 
se requiera por la convocatoria, pruebas y en ocasiones pruebas y cursos. Lo anterior 
23 
SISTEMA DE MÉRITO A PROPÓSITO DE LA CONVOCATORIA NÚMERO 128 DIAN – 2009 
indica que todos los sistemas de carrera verifican requisitos y competencias para el 
ejercicio del empleo antes de la respectiva provisión de los mismos y por ende la 
vinculación al servicio del Estado en cada uno de ellos se fundamenta en la aplicación 
de igual principio”. 
 
 
“Se busca que la administración esté conformada por personas aptas desde los puntos 
de vista de capacitación profesional e idoneidad moral, para que la función que cumplan 
sea acorde con las finalidades perceptivas que el interés general espera de los 
empleados que prestan sus servicios al Estado. El elemento objetivo de la eficiencia es 
el determinante de la estabilidad laboral, por cuanto es su principio de razón suficiente. 
No se trata de una permanencia en el cargo por razones ajenas a la efectividad de los 
buenos resultados, ni el ingreso al empleo sin una vinculación fundada en motivos 
diferentes a la capacidad. Igualmente el retiro se hará por hechos determinados 
legalmente, inspirados en la realidad de la eficiencia laboral. En definitiva se protege el 
interés general (Colombia - Corte Constitucional - Sentencia C - 037, 1996). 
 
 
2.2.1 Auditoria de la Contraloría General de la Nación – 2010 
 
 
La Contraloría General de la Nación, dentro del Informe de Auditoría Gubernamental con 
Enfoque Integral, presenta una visión de la gestión administrativa de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil en el año 2010, tal actuación, incluyó examinar, sobre una base 
selectiva, la evidencia que soporta las cifras, las revelaciones en los estados contables, 
los documentos que soportan la gestión y resultados de la entidad y el cumplimiento de 
las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del 
sistema de control interno y el cumplimiento del plan de mejoramiento, comprobando la 
eficacia de las operaciones financieras, administrativas y económicas, durante esa 
vigencia fiscal para establecer si se realizaron conforme a las normas legales, 
estatutarias y procedimientos aplicables. 
 
 
Sin embargo, la Contraloría General de la República, después de analizar la gestión 
misional y resultados de la entidad, los estados contables, la legalidad de sus 
operaciones en observancia de lo dispuesto por el artículo 130 de la Constitución Política, 
la Ley 909 de 2004 y demás normas complementarias, el plan estratégico, el plan 
operativo anual, el plan de mejoramiento suscrito con la Contraloría General de la 
República, el sistema de riesgo institucional y el sistema de control interno de la entidad 
auditada, detectó una serie de hallazgos respecto al cumplimiento, que le ameritaba la 
apertura de un juicio de responsabilidad fiscal en los términos del Artículo 39 de la Ley 
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En el componente Gestión de los Recursos Públicos se evaluó la Gestión Contractual y 
Presupuestal; adicionalmente se evaluaron los Estados Contables y la Cuenta Fiscal 
vigencia 2010. La Auditoría se realizó, evaluando los siguientes aspectos:  
 
 
1.- Gestión presupuestal. 
 
 
2.- Sistema de Control Interno Contable. 
 
 
3.- Evaluación de los Estados Contables.  
 
 




Respecto al Negocio Misional encontró que solo se ejecutó el 19.1% del Plan Operativo 
anual 2010, incumpliendo en su totalidad los seis objetivos estratégicos de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, al igual que no ejecutó sus proyectos programados con 
recursos de funcionamiento e inversión, no formuló proyectos para la vigencia 2010, ni 
adelantó acciones que permitieran su desarrollo y cumplimiento, no reportó avance en 
los proyectos de puesta en marcha del sistema de mérito y registro público de carrera, y 
respecto al programa de implementación del sistema de gestión documental registraron 
solo un avance del 5% durante esa vigencia.  
 
 
En el nuevo Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, no se definieron metas para la 
Comisión Nacional de Servicio Civil, pese a que en el Plan de Desarrollo Prosperidad 
Para Todos, se estructuraron las “políticas que conducen a una mayor cohesión social a 
través de la generación de empleo, la educación y la igualdad de oportunidades y que 
también promueven la participación ciudadana y la responsabilidad social”. Por otra 
parte, la Comisión Nacional de Servicio Civil, no cuenta con manual de indicadores, ni 
los ha elaborado para los procesos de Revisión y Mejoramiento continuo, Planeación 
Estratégica; vigilancia, procesos disciplinarios, talento humano, representación judicial e 
informática, contraviniendo los postulados de la Ley 951 de 2005 y la Resolución 
Orgánica 5674 de 2005, al no presentar los informes de gestión al culminar los periodos 
2005, 2006, 2007, 2008, 2009 y 2010. 
 
 
La Contraloría General de la República, encontró desactualizados e incoherentes con los 
cargos actuales que existen en la planta de personal, los manuales de funciones de la 
Comisión Nacional de Servicio Civil y fuera de la normatividad vigente el proceso de 
ajuste salarial de algunos funcionarios, dado que en su nuevo diseño no se tuvieron en 
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La Comisión Nacional de Servicio Civil requería la recuperación de la información de 
Carrera Administrativa en las Gobernaciones de todo el país e inició un proceso de 
contratación a través de la modalidad de selección abreviada, el cual se declaró desierto 
mediante Resolución 3931 del 1º de diciembre de 2010 por cuanto no se presentó 
propuesta alguna. Adicionalmente para cumplir con este objetivo a diciembre de 2010 
quedó pendiente el cumplimiento de las siguientes acciones:  
 
 
1.- Contratar un ingeniero de sistemas para ajustar el aplicativo de expedientes del 
Registro Público de Carrera;  
 
 




3.- Registrar el inventario de documentos del 10% de los expedientes del Grupo de 
Registro de Carrera Administrativa.  
 
 
2.3 La Comisión Nacional de Servicio Civil y la Convocatoria 
DIAN – 2009 
 
 
2.3.1 Fundamentación Legal 
 
 
La Convocatoria No. 128 de la DIAN 2009, se realizó en aplicación de lo dispuesto en el 
Art. 11 de la Ley 909 de 2004 y el Acuerdo 04 de 2005, por el cual se adoptan los 
lineamientos generales para desarrollar los procesos de selección o concursos de 
méritos que convoque la Comisión Nacional del Servicio Civil, por cuya virtud se le 
delegaron entre otras las siguientes funciones:  
 
 
a) Establecer de acuerdo con la ley y los reglamentos, los lineamientos generales con 
que se desarrollarán los procesos de selección para la provisión de los empleos de 
carrera administrativa de las entidades a las cuales se aplica la presente ley; 
 
 
b) Acreditar a las entidades para la realización de procesos de selección de conformidad 
con lo dispuesto en el reglamento y establecer las tarifas para contratar los concursos, 
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 30 de la presente ley; 
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c) Elaborar las convocatorias a concurso para el desempeño de empleos públicos de 




d) Remitir a las entidades, de oficio o a solicitud de los respectivos nominadores, las 
listas de personas con las cuales se deben proveer los empleos de carrera administrativa 
que se encuentren vacantes definitivamente, de conformidad con la información que 
repose en los Bancos de Datos a que se refiere el literal anterior; 
 
 
e) Realizar los procesos de selección para el ingreso al empleo público a través de las 
universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior, que contrate 
para tal fin. 
 
 
El artículo 34 de la Ley 765 de 2005, regula los sistemas especiales de carrera de origen 
legal, confiriendo funciones de administración y vigilancia a la Comisión Nacional de 
Servicio Civil, para el caso de la DIAN, el parágrafo segundo lo hace en los siguientes 
términos: “La Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales - DIAN, podrá efectuar convocatorias especiales para el reclutamiento de 
personal, conforme a los principios de publicidad, igualdad y concurrencia, sin requerir la 
existencia previa de una vacante. En este caso, el reclutamiento para un empleo de un 
mismo perfil del rol, cuando fuere necesario proveer un empleo de carrera vacante se 
podrá hacer con el personal previamente reclutado en orden de mérito.  
 
 
La publicidad, igualdad y concurrencia con las cuales se adelanta el reclutamiento 
mediante la convocatoria especial, deberá observar las mismas reglas de una 




“De esta forma, se considera que es un imperativo constitucional que sea la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, quien tenga bajo su competencia exclusiva y excluyente tanto 
la administración como la vigilancia de la carrera general y de las específicas de origen 
legal; y en ese orden de ideas resulta palmaria su competencia para administrar y vigilar 
el Sistema Específico de la DIAN regulado mediante Decreto Ley 765 de 2005”. 
(Colombia - Corte Constitucional - Sentencia C - 285, 2015).  
 
 
En aplicación del Artículo 30 de la Ley 909 de 2004, los concursos y procesos de 
selección, se adelantan por medio de contratos o convenios interadministrativos suscritos 
con universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior acreditadas 
por ella para tal fin, previo proceso de selección abreviada y se determinan los 
lineamientos para la escogencia de la institución educativa para realizar el concurso, 
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conforme a las normas contenidas en la Ley 80 de 1993 y demás normas que la 
modifiquen o adicionen. 
 
 












4.- Aplicación de pruebas. 
 
 
5.- Conformación de listas de elegibles. 
 
 
6.- Período de prueba. 
 
 
En desarrollo de sus funciones y de la Ley 765 de 2005, la Comisión Nacional de Servicio 
Civil, fijó parámetros para la verificación del cumplimiento de requisitos mínimos para el 
ejercicio del empleo y de conformidad con el artículo 12 del Decreto Ley 760, el aspirante 
no admitido a un proceso de selección, podría reclamar su inclusión ante la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, dentro de los dos (2) días siguientes a la publicación de la 
lista de admitidos y no admitidos, así mismo, las condiciones técnicas para la aplicación 
de las pruebas o instrumentos de selección, tenían como finalidad apreciar la capacidad, 
idoneidad y potencialidad de los aspirantes y establecer una clasificación de los mismos 
respecto de las competencias requeridas para desempeñar con eficiencia las funciones 
y responsabilidades de un empleo o cuadro funcional de empleos. 
 
 
Estableció como factores de mérito para la valoración de la prueba de análisis de 
antecedentes, la educación, experiencia y producción intelectual; la conformación de la 
lista de elegibles debería hacerse en estricto orden de mérito, con vigencia de un año y 
los empleos objeto de la convocatoria los cuales serían provistos a partir de quien ocupe 
el primer puesto de la lista y en estricto orden descendente, pudiendo ser recompuesta 
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Una vez en firme la lista de elegibles, el Director General de la Unidad Administrativa 
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes, en estricto orden de mérito, debería efectuar el nombramiento en 
período de prueba en el empleo objeto del concurso, el cual no podría ser provisto bajo 
ninguna otra modalidad y el empleado que se encuentre en periodo de prueba tendría 
derecho a permanecer en el empleo por el término de éste, a menos que incurra en falta 




La Convocatoria 128 DIAN 2009, se fundamenta en la Resolución 1245 del 6 de 
noviembre de 2009, expedida por la Comisión Nacional de Servicio Civil, para proveer, 
por concurso abierto de méritos, los empleos de carrera de la Unidad Administrativa 
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, pertenecientes al 
sistema específico de carrera administrativa, reglamentada mediante los Acuerdos No. 
108 y 127 de 2009 de la misma Comisión. 
 
 
Mediante Acuerdo Nº 108 de 6 de agosto de 2009, reglamentó el proceso de selección 
para proveer empleos del Sistema Específico de Carrera de la Unidad Administrativa 
Especial de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, teniendo como base el 
Decreto Ley 765 del 2005 y el Decreto 3626 de 2005, por lo cual también fijó pautas 
generales respecto a la oferta pública de empleos de carrera – OPEC – DIAN y sus 
procesos de selección, la descripción de cada empleo, número de vacantes a proveer, 
ubicación organizacional, asignación básica, propósito, requisitos, equivalencias si las 
hubiere, responsabilidades o funciones esenciales y competencias laborales. 
 
 
Con el Acuerdo No. 127, del 6 de noviembre de 2009, la Comisión Nacional de Servicio 
Civil, modificó y preciso el Acuerdo 108 del 6 de agosto de 2009, considerando que a 
través de la Ley 909 de 2004, el Gobierno Nacional expidió normas sobre el empleo 
público, la carrera administrativa y la gerencia pública, y en el artículo 4º definió los 
sistemas específicos de carrera administrativa y que de conformidad con el numeral 2º 
del artículo 4º de la Ley 909 de 2004, la carrera administrativa de los empleados públicos 




2.3.2 Dificultades de la Convocatoria 128 DIAN 2009 
 
 
No obstante, el proceso inició 8 de noviembre de 2009 y la venta de pines al público se 
desarrolló entre el 24 de noviembre y el 10 de diciembre de 2009, recaudando un total 
de $3.933.5 millones de pesos por este concepto y la DIAN aportó $1.350,3 millones; a 
julio de 2011 aún no se había contratado la universidad para la aplicación de las pruebas 
de competencias funcionales y de aptitudes, tal como se observa con la expedición de la 
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Resolución No. 3562 del 14 de julio de 2011, a través de la cual se prorrogó el plazo para 
la audiencia de adjudicación dentro de la Licitación Pública CNSC – LP – 01 de 2011 
(Colombia Contraloría General de la República, 2010). 
 
 
La Comisión Nacional de Servicio Civil, mediante la Resolución No. 4311 del 19 de 
octubre de 2011, adjudicó a la Universidad San Buenaventura Seccional Medellín, el 
desarrollo de la etapa de aplicación de pruebas, para que diseñara y desarrollara la 
convocatoria abierta para la provisión de empleos vacantes dentro de la carrera 
administrativa específica de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, cuyo 
objeto era el diseño, construcción, ensamble, aplicación, validación, procesamiento y 
calificación de las pruebas de competencias funcionales de las entrevistas, valoración de 




Respecto a la aplicación de la prueba de conocimientos realizada el 29 de abril de 2011, 
fueron reportadas reiteradas deficiencias en la información, en la identificación de los 
participantes, en los tiempos de duración y en la pertinencia y origen de las preguntas, 
siendo objeto de reclamación directa en sede administrativa o mediante el ejercicio de 
acciones de tutela, aspectos diferenciales que iban desde la repetición de las pruebas, 
la verificación de los protocolos de seguridad, el tiempo de duración de la prueba, la 
logística y la pertinencia de las preguntas, particularmente las derivadas de las 
competencias funcionales requeridas para cada cargo, hasta la revisión de los 
cuadernillos de preguntas y hojas de respuestas, situaciones originadas en el hecho que 
los aspirantes no lograron acceder a las hojas de respuesta de su prueba, toda vez que 
tanto la Comisión Nacional de Servicio Civil, como la Universidad San Buenaventura 
alegaban el carácter reservado de estos documentos; circunstancia que, afectó los 
derechos fundamentales al debido proceso, tutelados a favor de los participantes que 
acudieron al mecanismo de amparo constitucional, a manera de ejemplo, las sentencias 
T – 2012 de 2012, T 814 – 2013 y T – 192 de 2013, (Colombia - Corte Constitucional - 
Sentencia T - 090 de 2013)  
 
Los reclamantes indicaron que el 29 de abril de 2012, día señalado para presentar las 
pruebas funcional y de aptitud, se presentaron a resolver los exámenes advirtiendo que 
algunas preguntas correspondían a temas que no tenían relación alguna con el cargo de 
su interés y los ejes temáticos que habían sido socializados previamente de conformidad 
con la Guía de Orientación, en el proceso de selección frente a dicho empleo, para la 
prueba funcional, pues dentro de la Convocatoria 128 de 2009, se establecieron estos 
ejes para cada uno de los empleos ofertados. 
 
 
Quedó en evidencia que el concurso y consecuentemente las pruebas se diseñaron con 
base en un concurso de méritos abierto, buscando que el aspirante acreditara el 
cumplimiento de competencias, mas no de contenido específico en cada cargo, ya que 
solo ello podría ser acreditado por el funcionario que desempeña cada cargo en 
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particular, lo que generó desigualdad frente a los demás aspirantes, contrariando el 
principio del mérito y el derecho de cada ciudadano a ejercer cargos públicos, en 
consecuencia, por vía de tutela hubo necesidad de revisar si en efecto las pruebas 
carecieron de idoneidad, y si en ellas se intentó medir potencialidades y conocimientos, 
y no las competencias funcionales, como debía ser. (Colombia - Corte Constitucional - 
Sentencia T - 180 de 2015.) 
 
 
Sobre el particular y ante las reiteradas quejas de los participantes el Director de la DIAN, 
remitió el 9 de mayo de 2012, una misiva a la Comisión Nacional de Servicio Civil, 
evidenciando que al parecer la prueba de competencias funcionales, no respondió a lo 
contemplado en los ejes temáticos publicados en marzo de 2012, dentro de la Adenda 
No. 3 de la Comisión y la Universidad de San Buenaventura y en la que se introdujeron 
los ejes temáticos para todos los cargos del concurso, así como las materias que cada 
concursante debía estudiar, advirtiendo que los ejes fueron modificados y en los 
cuestionarios se cambió el temario, desconociendo las reglas de la convocatoria, en 
atención a que el cuestionario se diseñó sin diferenciación alguna en cuanto a la 




Por virtud del contrato de Prestación de Servicios No. 226 de 2011, celebrado entre la 
Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad de San Buenaventura, le 
correspondía a esta atender todos los temas relacionadas con las pruebas del referido 
proceso de selección, igualmente, de acuerdo a la Cláusula Decima Octava, la Comisión 
estaba sujeta a la labor de supervisión de las obligaciones a cargo de la mencionada 
Universidad y por tanto, debía velar por el adecuado desarrollo del concurso de méritos, 
dado que es la entidad encargada por la Constitución Política de vigilar los sistemas 
específicos de carrera, obligación reiterada en los artículos 11 y 2 de la Ley 909 de 2004.  
 
 
Teniendo en cuenta que se trata de un proceso de selección sometido a las reglas 
especiales que define el Decreto 765 de 2005, en materia de reclamaciones tales 
procedimientos fueron desconocidos en afectación de la garantía del debido proceso 
consagrado en el Artículo 29 de la Constitución Nacional, porque cuando se trata de 
reclamaciones por inconformidad en los puntajes obtenidos en las pruebas, el 
competente para resolverlas en primera instancia es el empleado que desempeñe la 
jefatura de la dependencia que ejerza la función de Gestión Humana y la segunda 
instancia es ejercida por la Comisión del Sistema Específico de Carrera, sin embargo, 
las solicitudes de revisión de hoja de respuestas fueron resueltas por la Universidad de 
San Buenaventura y siendo un órgano distinto al competente, no brindó la oportunidad 
de interponer el recurso de apelación legalmente previsto. (Colombia - Consejo de 
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Lo anterior, en desconocimiento de la jurisprudencia constitucional, plasmada en torno a 
las reclamaciones relacionadas con irregularidades en la forma como se adelantó un 
proceso, en que no pueden ser delegados, sino únicamente por la Comisión Nacional de 
Servicio Civil, como órgano competente para conocer y decidir al respecto, adoptando 
las medidas pertinentes, como suspender el proceso, iniciar investigaciones, denunciar 
ante las autoridades penales o de control los hechos que entrañen irregularidad o fraude, 
sin embargo, la Comisión Nacional de Servicio Civil, en franco desconocimiento de estos 
postulados, desatendió o se marginó del conocimiento de las solicitudes de revisión del 




Tanto la Comisión Nacional de Servicio Civil, como la contratista Universidad de San 
Buenaventura, no atendieron adecuada y oportunamente los requerimientos de 
información que les fueron elevados por los participantes en ejercicio del derecho 
fundamental de petición, siendo necesario por vía de tutela, requerir a estas entidades, 
respondan adecuadamente, es decir, de fondo y con la fundamentación requerida en 
cada caso, con firma responsable y dentro de los tiempos legales; las reclamaciones y 
solicitudes que habían presentado. Igualmente, fue reiterada la protección constitucional 
al debido proceso, en sede de tutela, por cuanto no existía regularidad en la delegación 
conferida a la Universidad de San Buenaventura Seccional Medellín, mediante resolución 
para que atienda y resuelva las reclamaciones que fueron formuladas por los 
participantes. (Colombia - Consejo de Estado - Sentencia 2012-208). 
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El actual estado Colombiano, en el marco de la globalización presenta en su estructura 
organizacional y de cara al empleo público, las características tradicionales del modelo 
burocrático de Max Weber, que en su obra Economía y Sociedad (Weber, 2002) 
desarrolló su estudio determinando los modos racionales en los que las organizaciones 
sociales crean sus estructuras funcionales, según lo que después se denominó Servicio 
Civil weberiano, cuyas principales características apuntan al desarrollo de un servicio 




Su estudio se centra en la definición de los principios y el establecimiento de una 
estructura organizacional uniforme al interior de las relaciones entre política y burocracia,  
Weber intentó justificar en su ideario, la diferencia entre el ejercicio tradicional del poder, 
entendido como una expresión de la democracia y el control que ejerce el gobierno de 
turno sobre los cuerpos burocráticos de que se sirve en su dinámica funcional, 
reglamentó el ejercicio del poder como un mecanismo legítimo y necesario para asegurar 
la eficiencia de la función pública, a la que define como un cuerpo neutral, desposeído 
de poder de autoridad; en la teoría de Weber es posible concebir una burocracia acéfala, 
tal como actualmente intenta mantenerse, por ejemplo, cuando se prohíbe a los 
servidores del Estado, participar en política y todas sus manifestaciones proselitistas. En 
aquel entonces, como ahora, la carrera administrativa, sirve de trastienda a la 
satisfacción de los intereses del grupo político dominante, esta característica del Estado 
capitalista aún subsiste, a través de las manifestaciones propias de lo que Weber 
consideró típicamente como liderazgo, que en sí mismo, es el ejercicio del poder y la 
dominación, aunque intente ahora imponerse el principio del mérito como criterio 
obligado de selección y permanencia en la carrera administrativa. 
 
 
La burocratización de la sociedad en épocas de Weber, implicó la saturación de reglas 
en la actividad humana y en la manipulación de los gobernados para simular atención de 
sus necesidades y requerimientos, actualmente en Colombia, encontramos este factor 
como una constante persistente, porque como se verá en el desarrollo del siguiente 
capítulo, los ciudadanos gobernados, se sienten distantes del aparato estatal y muestran 
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frecuentemente su descontento con el operar del establecimiento incapaz de solucionar 
sus requerimientos o atender sus necesidades. 
 
 
De otra parte, al interior de la función pública encontramos estructuras laborales 
saturadas de normas y procedimientos operativos excesivamente regulados, que 
básicamente rigen, como en la época de Weber, un servicio civil totalmente jerarquizado, 
con rigurosas estructuras verticales en cuyo interior se hace casi imposible transitar, 
dado que la carrera administrativa en Colombia, se muestra estática e inamovible en el 
proceso de ascensos o mejoramiento en la escala salarial de los servidores públicos.  
 
 
En el actual sistema de la Función Pública en Colombia, no solamente caben puntualizar 
los cuestionamientos al régimen laboral, al régimen salarial y al sistema de carrera 
administrativa dominado por la vieja tradición Weberiana del botín político, aunque se 
reconoce una lenta tecnificación de la función administrativa, aún prevalecen 
mayoritariamente criterios políticos en la provisión del empleo público. 
 
 
3.1 Origen del Servicio Civil 
 
 
En este aparte es importante justificar la constante consulta de la obra del Doctor Omar 
Guerrero,  Licenciado en Ciencias Políticas y Administración Pública y Doctor en 
Administración Pública egresado de la Universidad Autónoma de México, integrante de 
la Academia Nacional de Ciencias,  del Colegio Nacional de Ciencias Políticas y 
Administración Pública y del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Administración 
Pública, a quien se cita frecuentemente a lo largo de este ensayo y esto obedece a sus 
importantes aportes y abundantes profundizaciones en el estudio de la administración 
pública, su constante aporte académico como experto en desarrollo curricular en 
Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Nicaragua, República Dominicana, 
Perú, Uruguay y Venezuela, al igual que sus publicaciones se encuentran en España, 
Estados Unidos hoy en día es considerado por los académicos como uno de los pilares 
de la ciencia de la administración pública en México, cuyos libros han sido profusamente 
leídos en Centro y Sudamérica, ha sido un autor prolífico de estudios especializados, 
monografías invitando a la teoría y a la reflexión de la administración pública.  
 
 
Hace más de cuatro décadas, su labor en el campo de las ciencias sociales ha sido 
constante, contribuyendo al desarrollo científico de la administración pública, su principal 
aporte se hace ostensible en hacer accesible al público, las obras clásicas del 
pensamiento administrativo, con el rescate, preparación y publicación de libros clásicos 
del pensamiento administrativo público. 
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Pasando al recuento histórico, el primer servicio civil fue el prusiano en el siglo XVIII, 
surgió por la necesidad de las monarquías absolutas de los siglos XVI, XVII y XVIII, de 
controlar la burocracia. Aplicaba principios modernos de reclutamiento basados en el 
mérito, de igual acceso a todos los empleos y de carrera organizada. El servicio Civil de 
carrera aparece ligado a la formación del estado moderno. Al régimen monárquico le 
sucede uno republicano que comienza a desarrollar la dicotomía política y administración 
basada en la separación de poderes (Francia y Estados Unidos) y que legitima al servicio 
civil de carrera como una función técnica, neutral y fuera de pugnas partidistas. (Quiroga 
Leos, El Servicio Civil de Carrera, 2010).  
 
 
En 1727 Federico Guillermo I, Rey de Prusia, tomó la importante decisión de establecer 
en las Universidades de Halle y Frankfurt del Order, una nueva profesión para la 
formación de los funcionarios públicos del Reino: La profesión en Economía, Política y 
Cameralística. De esta decisión importantísima Juan Pedro Ludewig (1668 – 1743), 
entonces Pro Rector de la Universidad de Halle, comentó que obedecía a la insuficiencia 
de la formación jurídica de los servidores estatales, que en adelante deberían conocer 
nuevas disciplinas relacionadas con la Promoción del desarrollo del Estado. (Guerrero, 
1986, pág. 10). 
 
 
3.2 Características del Servicio Civil Weberiano 
 
 
Max Weber define el poder y dominación de la siguiente manera (Weber, 2002, pág. 43):  
“Poder significa la probabilidad de imponer la propia voluntad, dentro de una relación 




Por dominación debe entenderse la probabilidad de encontrar obediencia a un mandato 
determinado contenido entre personas dadas; por disciplina, debe entenderse la 
probabilidad de encontrar obediencia para un mandato por parte de un conjunto de 
personas que, en virtud de actitudes arraigadas, sea pronta, simple y automática”.  
 
 
“Obediencia significa que la acción del que obedece transcurre como si el contenido del 
mandato se hubiera convertido, por sí mismo, en máxima de su conducta; y eso 
únicamente en méritos de la relación formal de obediencia, sin tener en cuenta la propia 
opinión sobre el valor o desvalor del mandato como tal”. 
 
 
El concepto de poder es sociológicamente amorfo. Todas las cualidades imaginables de 
un hombre y toda suerte de constelaciones posibles pueden colocar a alguien en la 
disposición de imponer su voluntad a una situación dada. El concepto de dominación 
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tiene, por eso, que ser más preciso y sólo puede significar la probabilidad de que un 
mandato sea obedecido”. 
 
 
Weber concibe el conflicto entre administración y política como un asunto indisoluble, 
que solo puede ser eficiente en la medida en que se exprese de manera equilibrada, de 
ahí que, dejar la administración del Estado a un cuerpo burocrático independiente implica 
la pérdida del poder político sobre el mismo. Concluyendo entonces, que una buena 
administración es una implementación organizacional de las relaciones político 
administrativas del Estado. 
 
 
Considera que las relaciones de poder, están enmarcadas en el concepto de dominación, 
del que plantea su conceptualización inmerso en un esquema administrativo, donde 
priman lo que denomina “relaciones frágiles que se soportan en la creencia de 
legitimidad, en la aceptación de órdenes, en valores que justifican la obediencia, “como 
el del cuadro administrativo destinado a garantizarla, como el carácter que toma el 
ejercicio de la dominación” 
 
 
La autoridad y los administradores aparecen según su forma conveniente, como 
servidores a quienes somete un poder superior ajeno a la burocracia, aunque nada sea 
demostrable respecto al carácter de la dominación y el fenómeno de la obediencia esté 
matizado con el ejercicio de la democracia de quienes obedecen, es necesario reconocer 
en todo hecho jurídico un mínimo de poder decisivo de mando y en consecuencia la 
autoridad se observe como una expresión de la dominación.  
 
 
En asuntos propios de la burocracia, Weber parte de la forma de administración 
contemporánea para contrastarla con las otras formas tradicionales existentes en el 
momento, “La absoluta carencia de una relación voluntaria se da en los esclavos. Sin 
embargo, entre la simple responsabilidad por deudas y la esclavitud por deudas, existen 
toda suerte de gradaciones intermedias”.  
 
 
Weber influye en gran medida en la creación del servicio civil de carrera con la 
construcción de la tipología de la dominación, concluyendo que la organización 
democrática es un modelo de organización racional cuyas características son necesarias 




El basamento de legitimación que define la dominación legal “descansa en la creencia 
de la legalidad de las ordenaciones estatuidas en los derechos de mando de los llamados 
por esas ordenaciones a ejercer autoridad. Los principios en que se cimenta la 
dominación son cuatro: (Guerrero, Teoría de la Administración Pública, 1986, pág. 266). 
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1.- El derecho pactado u otorgado entre los miembros de la asociación es estatuido 
racionalmente, y su respeto es de obligatoriedad general.  
 
 




3.- El soberano es designado por la ley, y a la vez que manda y ordena, también obedece 
el orden impersonal establecido. 
 
 




En contraste con las dominaciones de tipo tradicional y carismático, en las que la 
legitimidad se erige sobre normas sociales de hecho establecidas sobre bases 
consuetudinarias, la dominación legal organiza, en forma intencionada, el cosmos de 
reglas que señala inequívocamente el mecanismo de elección o selección de dirigentes”. 
(Guerrero, Teoría de la Administración Pública, 1986, pág. 226). 
 
 
Max Weber desarrolla la idea de legitimidad en la delegación de autoridad, que se origina 
en el mandato conferido por los miembros de la asociación para ser dominados por sus 
delegados, a quienes denomina soberanos, definidos estos, como personas puestas a 
la cabeza, en tanto que ordenan, mandan y obedecen a su vez, al orden impersonal 
impuesto por el derecho.  
 
 
La aplicación de los principios de autoridad en la administración, exige en su tesis de 
dominación, la formación profesional de quienes deben obedecer, sin embargo, 
desconoce la obligada manifestación de los actos racionales de las personas con 
elevada formación académica y que logran un desarrollo más evolucionado de sus 
propias ideas, de criterio y autocomposición de sus convicciones, que hacen casi utópica 
la aceptación irracional de las ideas ajenas tan absoluta en sus tesis sobre la obediencia 
y la dominación. Este sistema basado en jerarquías y reglas fijas y rigurosas, con un 
estricto control disciplinario, ejercido supuestamente por hombres libres, implica el 
desconocimiento de sus derechos fundamentales, porque pondera el servilismo y la falta 
de criterio, porque asimiló a los trabajadores a esclavos que aceptan mansamente 
renunciar a un trabajo en condiciones dignas, bajo la premisa de la obediencia absoluta. 
 
 
Weber estableció los primeros componentes de la vigilancia administrativa y 
responsabilidad fiscal y de adquisición de bienes, haciendo una clara diferencia entre 
renta y fortuna privada y oficial de los miembros, al entender que los empleados al 
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servicio de la administración y producción, no son propietarios de los medios materiales, 
sino que reciben del Estado en especie o dinero y están sujetos a los procesos de 
rendición de cuentas, que su labor hace parte de un sistema escalonado de asensos que 
denominó carrera administrativa, incluyendo entre sus criterios de promoción y 
jerarquización de los cargos en un sistema vertical el “decoro estamental”, como un 
criterio de poder eminentemente subjetivo y propio de los conceptos de dominación que 
caracterizan su servicio civil. 
 
 
“Es esencial en la moderna burocracia el contrato administrativo de nombramiento, o 
sea, la libre selección. Allí donde funcionarios serviles (esclavos, ministeriales) sirvan en 
articulación jerárquica con competencias objetivas, o sea de manera formalmente 




La burocratización de la sociedad, implicó la saturación de reglas en la actividad humana 
y en la manipulación de los gobernados para simular atención de sus necesidades y 
requerimientos, sirviendo de trastienda a la satisfacción de los intereses del grupo político 
dominante, característica del Estado capitalista que aún subsiste, a través de las 
manifestaciones propias de lo que Weber consideró tres tipos puros de liderazgo, el 
político, la dominación y la autoridad.  
 
 
Weber toma los elementos de legitimación y organización administrativa para la 
construcción de la tipología y la dominación, que clasifica en tres tipos: la carismática, 
descrita como una calidad excepcional, en virtud de la cual, se deviene en jefe, la 
tradicional, cuya legitimidad deviene de la manera tradicional de hacer las cosas, es el 
superior que ordena en virtud de un status heredado o aceptado por tradición o 
costumbre y la dominación legal que se funda en la aceptación de la ley, que se erige a 
partir de un sistema de reglas y de la aplicación de un cuerpo normativo a un sistema 
permanente de funcionarios. “Tiene mucho cuidado de no incluir a todos los miembros 
del aparato de dominación en la noción de burocracia, separando particularmente a 
aquellos que tienen el poder y se encuentran en posiciones de liderazgo; la burocracia 
aparece entonces como el aparato sin poder o autoridad propios, pero que se constituye 
en el medio a través del cual se ejerce tal poder”. (Quiroga Leos, El Servicio Civil de 
Carrera, 2010, pág. 108) 
 
 
En Estados Unidos, según el ensayo publicado por William V. Luneburg, Actos de 
Servicio Civil 1883, después de este tiempo, las posiciones de servicio público serán 
entregadas de acuerdo con el "tráfico de influencias", en otras palabras, el partido 
vencedor en las elecciones podría repartir puestos de la función pública como una 
especie de saqueo (botín) a los miembros del partido o cualquier persona otra cosa que 
consideró apto para servir. (Luneburg, 2004). 
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Este sistema garantizaría que el gobierno no era la herramienta de los ricos, poderosos 
y privilegiados, sino más democrática, con personal procedente de una muestra 
representativa más del electorado y, por tanto, (presumiblemente) más sensibles a la 
voluntad popular. Aunque el sistema de botín fue criticado por llenar oficinas con 
incompetentes y la creación de grandes incentivos a la corrupción, esas objeciones 
cayeron en oídos sordos durante más de medio siglo. 
 
 
Después de la Guerra Civil, el movimiento por la reforma del servicio civil en Estados 
Unidos se intensificó. El público cuestionaba constantemente el sistema de botín por 
razones morales. Además, muchos legisladores habían llegado a creer que la economía 
industrial cada vez más complicada requería un alto nivel de conocimientos y 
experiencias entre los empleados de la función pública. Tales calificaciones eran 




3.3 Del Modelo Burocrático del Servicio Civil Weberiano – al 
Funcionalismo pos Burocrático 
 
 
Las soluciones a la crisis del Servicio Civil Weberiano, se presentaron básicamente en 
Inglaterra y Estados Unidos, donde fue impuesto el estado gerencial, caracterizado por 
el aumento de productividad y la reducción de costos, como manifestaciones obligadas 
de la eficiencia estatal, circunstancia que obligó a adoptar medidas respecto a la 
administración de los recursos humanos redefiniendo las responsabilidades de los 
funcionarios y de las instituciones públicas, la regulación de la función pública 
fundamentada en principios éticos que promulgaban la valoración de los recursos, la 
racionalización de los medios, la evaluación del desempeño, la administración por 
objetivos, la descentralización y la delegación de autoridad.  
 
 
En el ensayo publicado por William V. Luneburg, Actos de Servicio Civil 1883, se plantea 
una visión que parte del desarrollo histórico del Servicio Civil Norteamericano, “desde la 
formación de los Estados Unidos en virtud de la Constitución, cuando el gobierno adoptó 
diversos y controvertidos enfoques para la contratación de personal administrativo 
federal y estatal, o la administración pública. En general, la elección de base parecía 
estar entre, un personal administrativo que representa y refleja "el pueblo" (la visión 
democrática) o está formado por profesionales de largo plazo con el conocimiento y la 
experiencia necesaria para llevar a cabo las tareas complejas y exigentes de gobierno 
(la visión tecnocrática) y cuyos antecedentes históricos se remontan a los años de la 
colonia, cuando no era raro ocupar los cargos públicos con los que pagaron por ellos, sin 
embargo, durante sus dos mandatos como presidente, George Washington insistió en 
"la aptitud de carácter" como la calificación primordial para mantener un trabajo del 
gobierno. Esta norma, se esperaba, crearía un "patricio" servicio civil para evitar lo que 
muchos vieron como las trampas de la democracia. 
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(…) Woodrow Wilson discute estas ideas en el momento en que surgen los partidos 
políticos que alternaban en el poder, provocando que los puestos en la administración 
pública fueran otorgados basándose en la lealtad con el partido en el poder para asegurar 
el cumplimiento de sus programas. Este “sistema de despojo” que degeneró en 
“padrinazgo”, incompetencia de los funcionarios federales, inseguridad del personal y 
corrupción, según Wilson debería ser sustituido por el “sistema de mérito”.  
 
 
Sin embargo, Wilson aclara que tal ciencia no había sido cultivada hasta entonces en su 
país, exponiendo que “no se puede encontrar un método científico imparcial en nuestras 
prácticas administrativas, no hay, incluso, un sentido elemental de la buena 
administración, sino un estado caótico de corrupción. El desafío para los 
estadounidenses, señala Wilson, sería adaptar la ciencia de la administración europea, 
propia del absolutismo, a un Estado altamente descentralizado como el norteamericano 
(Guerrero, Teoría de la Administración Pública, 1986, pág. 293). 
 
 
En los Estados Unidos de América, el sentimiento popular contra el clientelismo político 
estaba corriendo tan fuerte que tanto demócratas como republicanos unieron fuerzas 
para aprobar la primera Ley de la Función Pública, conocida como la Ley Pendleton (22 
Stat. 403), en 1883. Este acto, en gran parte redactado por la Asociación de Reforma del 
Servicio Civil de Nueva York, creó la Comisión de Administración Pública, que se dirige 
a crear un sistema de concursos para cubrir las vacantes en puestos de servicio estatal 
y federales para asegurar que la administración pública no sea utilizada con fines 
políticos. Originalmente sólo un diez por ciento de los cargos federales fueron incluidos 
dentro de lo que se conocía como el servicio "clasificado" (elegido por el examen), pero 
ese porcentaje creció a más del setenta por ciento en 1919. 
 
 
La Ley Pendleton había cerrado la "puerta de entrada" a la función pública. Pero la 
"puerta de atrás", o la separación del cargo, estuvo protegida para la aplicación de la 
política de partidos. De hecho, era común para los miembros del servicio clasificados, 
ser retirados por razones políticas. En 1897, sin embargo, el presidente William McKinley 
emitió una orden ejecutiva que estableció que el traslado del personal de servicio 
clasificado sólo podía hacerse por "causa justa". Por otra parte, los empleados 
clasificados tenían derecho a una explicación por escrito para la eliminación y el derecho 
a hacer una respuesta. (Luneburg, 2004) 
 
 
En 1912 el Congreso Estadounidense aprobó la Ley de Lloyd-LaFollette (PL 336, 37 Stat. 
539), que impidió que futuros presidentes pudieran interferir en estos derechos por su 
propia iniciativa y, además, se expandieron hasta cierto punto las garantías procesales 
contra la extracción. La Comisión de Administración Pública creó un sistema para la 
revisión administrativa de las decisiones de expulsión para asegurar que los 
procedimientos adecuados se habían seguido. (Luneburg, 2004) 
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Todos estos modelos fueron impulsados en sus orígenes por las reacciones opuestas al 
Servicio Civil Weberiano, que se centraba en las relaciones de poder, convalidando la 
coyuntura entre administración pública y política, de manera que, como respuesta a este 
desgastado sistema de administración pública, surgió la revolución gerencial y los 
intentos de reforma del Estado, considerando que el Estado ideal es el Estado necesario 
y en su gestión estratégica abordó propiamente los problemas estructurales, 
desatendiendo en sus temas el diseño del Estado ideal.  
 
 
3.3.1 Modelo pos Burocrático de Gestión Pública – La Ley de la Función 
Pública de la Reforma 
 
 
Como un paso obligado en la evolución de la carrera administrativa hacia el sistema de 
mérito, nos detendremos en el modelo pos burocrático de la gestión pública, que surgió 
como una opción contrapuesta al diseño de Weber, porque si bien, el primer intento de 
reforma en los Estados Unidos, había limitado en gran medida la costumbre del botín 
político, resultó insuficiente respecto a la regulación de las relaciones de trabajo dirigidas 
por la primera Comisión de Administración Pública, frente a los abusos de poder en un 
sistema que aún subsiste jerarquizado.  
 
 
Como consecuencia tenemos, que “En los Estados Unidos de América, por la década de 
1970 la insatisfacción con el funcionamiento del sistema de servicio civil se había 
extendido tanto que los legisladores sabían que tenían que tomar medidas, porque las 
garantías de procedimiento para los empleados eran vistos como insuficientes. Muchos 
criticaron la Comisión de Administración Pública, por no proteger los derechos de los 
trabajadores, sobre todo cuando se hicieron denuncias por discriminación de tipo racial, 
sexual y en respuesta a las acciones de personal propuestos.  
 
 
Como los sindicatos crecieron en la fuerza laboral federal, los empleados federales y 
otros expresaron su interés en que existiera un organismo independiente e imparcial para 
supervisar el programa de gestión de la mano de obra del sector federal. Estos críticos 
también vieron la necesidad de fortalecer el papel del sistema de solución de 




Humberto Falcao Martin, en su ensayo Administración Pública Gerencial y Burocracia, 
describe, para la época, tres modelos de administración del estado, el liberal que actúa 
conforme a las leyes del mercado y a la permanente evaluación de la relación costo - 
beneficio, el modelo ortodoxo cuyo principal exponente sería Woodrow Wilson, según 
quien “las cuestiones administrativas no son cuestiones políticas” y cuyo principal centro 
de acción es la optimización del factor eficiencia de la administración pública, a partir de 
la excelencia profesional y el modelo empresarial, que ata la reorganización de la 
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administración pública, a las dinámicas propias del sistema gerencial, incluyendo en su 
desarrollo conceptos como el factor de calidad, rendimiento y reingeniería. 
 
 
Buscando entonces con la superación de la crisis del Estado, un equilibrio entre los 
ajustes fiscales, políticos y burocráticos; que en su desarrollo generaron una nueva crisis 
manifestada básicamente por “La persistencia de la dicotomía entre política y 
administración, las nuevas tesis engloban algunos puntos recurrentes que se 
interrelacionan en diferentes medidas: a) fin del desarrollismo de postguerra debido al fin 
de Bretton Woods, la crisis del petróleo, la crisis de liquidez y la inestabilidad del mercado 
financiero internacional, los nuevos requisitos de integración competitiva de la 
globalización, etc.; b) crisis del welfare state keynesiano por las disfunciones y 
desventajas de la intervención estatal como garantía de bienestar o de la estabilidad 
económica, en relación con los atributos del mercado, de acuerdo con lo sostenido por 
las corrientes de inclinación neoliberal de los años 70; c) disfunciones burocráticas o 
crisis del modo de implementación estatal de servicios públicos y d) ingobernabilidad, 
sobrecarga fiscal, exceso de demandas y crisis de legitimidad” (Falcao Martins, 1997, 
pág. 1).  
 
 
Para hacer frente a estos y otros problemas, en 1978 el Congreso de los Estados Unidos, 
promulgó la Ley de Reforma del Servicio Civil (CSRA) (PL 95-454, 92 Stat. 1111), que 
reestructuró radicalmente el marco de la función pública. La ley define los principios para 
un sistema de méritos:  
 
 
“El reclutamiento debe ser de los individuos calificados de fuentes apropiadas, en un 
intento de lograr una fuerza de trabajo de todos los segmentos de la sociedad, y la 
selección y el avance debe determinarse únicamente sobre la base de la capacidad 
relativa, conocimientos y habilidades, después de una competencia justa y abierta que 
asegura que todos recibirán la igualdad de oportunidades”. 
 
 
La ley prohíbe ciertas prácticas como la contratación preferente de los miembros de la 
familia (nepotismo) y reglas establecidas para la eliminación de los empleados para un 
rendimiento insuficiente. También creó un nuevo nivel de los funcionarios públicos, el 
Servicio Ejecutivo Superior, lo que permite una mayor flexibilidad en la administración en 
la parte superior del gobierno, creó una nueva agencia de la rama ejecutiva, la Oficina 
de Administración de Personal, para establecer las normas que rigen la función pública.  
 
 
Según la ley, los empleados federales de ciertos tipos (veteranos y miembros del servicio 
clasificado) pueden recurrir a un "tribunal" administrativo independiente (la Junta de 
Protección de Sistemas de Mérito) para determinar si las acciones tomadas en contra de 
ellos son apropiadas. La Oficina del Consejero Especial investiga y procesa de manera 
preliminar los casos donde los empleados han sido víctimas de las prácticas prohibidas 
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(como el nepotismo). La Comisión de Igualdad de Oportunidades tiene jurisdicción 
primaria sobre la aplicación y el cumplimiento de la ley contra la discriminación en el 
empleo federal. Por último, otra nueva agencia, la Autoridad Federal de Relaciones 
Laborales, supervisa la negociación colectiva y el proceso de resolución de conflictos 




Actualmente, el Servicio Civil Norteamericano es un sistema de estructura abierta, pues 
no hay distinción entre sector público y privado y existe movimiento y rotación de personal 
de manera indistinta entre los dos sectores (Quiroga Leos, El Servicio Civil de Carrera, 
2010, pág. 111). No existe un estatuto general sobre servicio civil, por lo que la protección 
del personal es a través de disposiciones legales, aunque no constitucionales, y subsiste 
una marcada evolución hacia el mérito, aunque el modelo estuvo influenciado mucho 
tiempo por el apadrinaje y el despojo.  
 
 




El servicio civil Weberiano entró en crisis por la complejidad de las relaciones laborales 
dentro de un inaplicable sistema de procedimientos y jerarquías, en el marco de la 
revolución pos industrial, dirigido por la evolución de alta tecnología que nos alejó del 
sistema de producción en masa y en Colombia intentó renovarse con la coyuntura de la 
aplicación del modelo neoliberal, que en la economía pública requería la reducción de 
los costos de funcionamiento y un afinamiento del aparato estatal, entonces, también 
fueron importadas las ideas propias del Funcionalismo, con un modelo gerencial típico 
en los modelos post burocráticos que implantaron en su dinámica los elementos de la 
empresa privada, como cliente, servicio y valor del mismo. 
 
 
“Los patrones burocráticos han llegado a ser tan difíciles de manejar que no logran 
dominar la complejidad creciente de nuestras actividades colectivas. Además, la 
obediencia que antes constituía la virtud cardinal que hacía funcionar el sistema ya no 
es aceptada de buen grado por los ciudadanos y los empleados públicos, quienes ahora 
exigen libertad personal y autonomía individual en forma incontrolable. La complejidad 
ofrece a los agentes la oportunidad de lograr la libertad, mientras que a la inversa, la 
libertad de los agentes aumenta la complejidad de las reglas para controlar el respeto 
por las mismas ha declinado y el sistema ha generado confusión e irresponsabilidad”. 
(Crozier, 1997, pág. 1). 
 
 
En Inglaterra y Estados Unidos, donde el estado gerencial puro se ocupó básicamente 
del aumento de productividad, reducción de costos y de personal, redefinición de 
responsabilidades de los funcionarios y de las instituciones públicas, una función pública 
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fundamentada en la ética de la valoración de los recursos, que se concretaba en la 
racionalización, la evaluación del desempeño, la administración por objetivos, la 
descentralización y la delegación de autoridad, siendo una de sus debilidades la falta de 
atención a los factores de efectividad y eficiencia.  
 
 
Michel Messenet, inspirado en los estudios de Octave Gelinier, en 1975 retoma el término 
anglosajón “management públic”, cuando ocupaba el cargo de Director General de la 
Función Pública de Francia, para referirse a la técnica que refleja la innovación y la 
anticipación, introduciendo formas propias de la administración privada a la 
administración pública, “en lo que pudiera ser la exposición primigenia del nuevo manejo 
público, en el que se proclama un sentimiento anti burocrático como asunto central” 
(Guerrero, Del Estado Gerencial al Estado Cívico, 1999, pág. 129), haciendo énfasis en 
la descentralización y en el manejo de la idea de misión, destacando el papel relevante 
de la información y la informática, con una intención netamente privatizadora del sistema 
Francés. “Gelinier plantea una tesis medular del neomanejo público; que tal manejo ha 
dejado de estar centrado en la sociedad política, mundo del voto y del control de los 
ciudadanos y ha pasado a la sociedad civil, mundo del contrato, del ejercicio de la libertad 
creativa de las personas” (Messenet, 1975), adelantando posteriores ideas del nuevo 
manejo público, propone la orientación de la administración pública hacia el mercado y 
la noción del “ciudadano - usuario”. El manejo público se define a partir de las relaciones 
con los usuarios y con base en una lógica de eficiencia y las relaciones costo – eficacia. 
(Guerrero, Del Estado Gerencial al Estado Cívico, 1999, pág. 129). 
 
 
Ludwin Von Mises, considera que el viejo liberalismo fundado en la economía política 
clásica, había afirmado la tesis que la situación material de los asalariados no podía 
mejorar en forma durable y general, sino gracias a la creación abundante y a una 
perseverante acumulación de capital, que puede ser garantizada sino únicamente por el 
orden capitalista que reposa en la propiedad privada de los medios de producción. La 
economía política subjetiva de nuestra época, en la teoría del salario ha confirmado y 
profundizado esta concepción, en ese punto el liberalismo moderno se halla por completo 
de acuerdo con el viejo liberalismo”. En ese contexto, management es un indicativo del 
personal profesional responsabilizado con las tareas generales de dirección del trabajo 
asignado a otros. Leonard White define a la administración pública como el management 
de hombres y materiales para lograr los propósitos del estado (Guerrero, Del Estado 
Gerencial al Estado Cívico, 1999, pág. 8). 
 
 
“La aplicación de los principios del manejo científico de Frederick Tylor en 1928, a la 
administración pública que separa a la tradicional weberiana y burocrática administración 
pública, de un nuevo paradigma gerencial, ágil, eficiente y moderno, que se bautizó a sí 
mismo, como neomanejo público, propone como teoría, desviar los servicios de la 
administración pública del ciudadano y orientarlos hacia el consumidor, en segundo 
lugar, plantea aumentar la eficiencia de los servicios públicos desagregando a las 
burocracias gubernamentales en unidades organizadas alrededor de la noción de 
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agencia especial financiada por el consumidor, desarrollando al mercado en su seno. En 
tercer lugar sugiere una administración de personal sin servicio civil en la cual impere el 
contrato, la evaluación de resultados y sueldos bajo incentivos, finalmente aconseja 
someter las operaciones gubernamentales a la competencia interna y externa con base 
en las relaciones de mercado, más que en causales administrativas. En suma enfatiza 
una nueva esencia empresarial para el gobierno, o más bien, intraempresarial que 
remplazará a su agotada naturaleza burocrática”. (Guerrero, Del Estado Gerencial al 
Estado Cívico, 1999, págs. 11-16) 
 
 
Por tanto, en su Política y Administración, Goodnow, tendrá como tesis fundamental la 
de examinar las diferencias entre el gobierno formal y el gobierno real, lo que lo lleva a 
sus planteamientos fundamentales relacionados con las funciones primarias del Estado; 
a saber: la expresión y la ejecución de la voluntad del Estado, o como también las llama: 




Goodnow cree que los pensadores estadounidenses atienden más los aspectos legales 
y a la Constitución. Y, sin embargo, de lo que se trata es de “examinar la vida política 
real del pueblo”. El que hayan hecho exámenes puramente jurídicos obedece a que los 
especialistas han sido generalmente juristas. El estudio del gobierno debe variar, porque 
a menudo se da el caso que las instituciones no jurídicas ejercen mayor influencia para 
dar su carácter a un sistema político, que la mera forma jurídica en la cual se encuentra 
acentuada. Las fuerzas políticas que se gestan, en el seno de un sistema formal, actúan 
sobre él, y tienen a modificarlo hasta que consiguen desfigurarlo. Por tanto, Goodnow 
considera absurdo que un investigador pase por alto a las instituciones no jurídicas 
cuando examina al gobierno. La vida política se debe considerar como un todo, 
tomándose en consideración, por igual, a las instituciones jurídicas y a las no jurídicas. 
(Guerrero, 1986, pág. 300). 
 
 
En conclusión, la evolución de la dicotomía entre política administración, surge con el fin 
de las monarquías y a la necesidad de separar el poder político del ejercicio 
administrativo de un estado y se fundamenta en la separación de poderes (poder 
ejecutivo y poder legislativo) proclamada por la doctrina liberal y ampliada por los teóricos 
del derecho público (derecho constitucional y derecho administrativo) y aunque sus 
orígenes se remontan al estado prusiano, su máximo desarrollo se alcanzó en aplicación 
de los postulados del Servicio Civil Weberiano, que logró diferenciar el poder normativo 
que corresponde al parlamento, detentador de la soberanía nacional y con facultades de 
control sobre el ejecutivo, mientras que la autoridad administrativa tiene solo la función 
de ejecutar las leyes. (Quiroga Leos, El Servicio Civil de Carrera, 2010), para luego 
reformularse en la aplicación de los principios del utilitarismo y posteriormente en la 
adopción de la concepción de la administración privada, en los Estados Unidos e 
Inglaterra, sin embargo, en Colombia, no hemos logrado superar las profundas raíces el 
45 
SISTEMA DE MÉRITO A PROPÓSITO DE LA CONVOCATORIA NÚMERO 128 DIAN – 2009 
Servicio Civil de Weber y la primera etapa de su evolución, representada en el 
Funcionalismo. 
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CAPÍTULO IV. EL Servicio Civil en Colombia- 
Diagnóstico de la Crisis 
 
 
Como un componente importante de este artículo, resulta necesario hacer un análisis de 
tres aspectos que han marcado el desarrollo de la Función Pública en Colombia, 
entendidos como factores constantes e insuperables en la evolución institucional del 
país, que aun en la actualidad lograron sobreponerse incluso al cambio constitucional 
logrado en 1991 y que han dificultado el avance al ideal de la carrera administrativa hacia 
el mérito erigido como principio constitucional; este capítulo hace mención a la 
inquebrantable relación entre política y burocracia, como elemento vigente en el sistema 
de carrera administrativa en Colombia, desarrollada ampliamente en el capítulo anterior, 
por ser fundante principio del Servicio Civil Weberiano, el segundo aspecto es un 
componente legal vigente que permite la incorporación automática y los nombramientos 
en provisionalidad, que permiten la articulación constante de la relación entre política y 
burocracia y el tercero es un elemento socio - cultural que acepta el sistema de botín 
político dentro de la administración pública, tan típico de la escuela de Weber y que 
faculta a los gerentes de turno, imponer su personal de confianza sobre el personal de 
carrera, desatendiendo las condiciones para conservar el empleo en desconocimiento 
del principio de estabilidad laboral, estos aspectos son fundamento analítico para 
determinar que la carrera administrativa en Colombia, no ha superado los componentes 
clásicos del Servicio Civil Weberiano, aunque la legislación haya intentado alcanzar el 
sistema del “managmen privado” típico del Post Funcionalismo y el sistema de mérito, que 
se impone como tendencia mundial, para alcanzar la eficiencia y gobernabilidad de los 
pueblos.    
 
 




En Colombia, Uno de los caudillos más emblemáticos de finales del siglo XIX y principios 
del siglo XX, el general Rafael Uribe Uribe, al respecto sostenía (Younes Moreno, 
Derecho Administrativo Laboral, 2005, pág. 216): “¿De qué sirve que un funcionario sea 
competente si no tiene la seguridad de permanecer en su empleo, de suerte que cuando 
haya puesto en vía de ejecución medidas que cree útiles, viene el sucesor y las 
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interrumpe o las cambia? ¿Ni cómo puede ser competente sino se les contrata por su 
propio valor, sino por razones de parentesco, o de favoritismo? La política de clientela 
es el resultado inevitable de una organización administrativa que para nada o para muy 
poco tiene en cuenta la formación de especialistas…Si los métodos de nominación no 
dan como resultado designar los hombres en quienes concurran las condiciones que los 
hagan dignos del puesto, sino los que gusten a ciertas personas o círculos, al servicio de 
planes preconcebidos, serán perversos métodos no importa el nombre con que se les 
bautice o disfrace… El régimen de compadrazgo es vicio tradicional de la raza, 
condensado en el adagio: “el que no tiene padrino muere moro”.  Reaccionar contra él 
para adquirir un personal capaz, es una de las necesidades más urgentes. Pero el mayor 
mal es otro: mantenemos escuelas de servilismo, porque la inseguridad en la posesión 
del puesto, dependiente de la voluntad caprichosa de los jefes, acaba con la 
independencia de los subalternos, a toda hora temerosos de la remoción”.  
 
 
En una evaluación de éste y otros componentes de la institucionalidad colombiana, la 
llamada “Misión Currie”, en informe rendido en el año 1952, expresaba que de los “(…) 
50.000 empleados gubernamentales existentes en la época, menos de 1.500 
pertenecían a la carrera administrativa y un reducido número de los mismos había 
ingresado a ella por concurso de méritos (…)”. “(…) después de doce años de 
experiencia práctica sobre la carrera administrativa, el concepto de todos los sectores, 
empleados, supervisores, sindicatos, altos funcionarios oficiales y el público en general, 
es unánime en cuanto a que, la carrera administrativa no ha logrado su finalidad y que, 
al presente, es casi absolutamente inoperante…la consecuencia última de esa situación 
es la de que la carrera administrativa se encuentra muy desprestigiada en la actualidad 
habiéndose perdido casi completamente la esperanza de que ella pueda convertirse en 
el núcleo central de una carrera política del servicio civil del Estado colombiano”. Esa 
ineficacia era prácticamente previsible por una razón muy sencilla: las normas de carrera 
que contempló la ley, no hacían relación a los organismos que la podrían hacer efectiva, 
y mucho menos aquellos encargados de realizar el control requerido para ello. Nació la 
criatura pero sin posibilidades de subsistir, muriendo entonces por desidia y abandono 
(Younes Moreno, Derecho Administrativo Laboral, 2005, pág. 199).  
 
 
En la década de los cincuenta, a partir del diagnóstico generado por la “Misión Currie”, 
presidida por el académico Canadiense Lauchlin Bernard Currie, quien llega a Colombia 
en 1949, encabezando una misión con el Banco Mundial, entre sus estudios de desarrollo 
económico propuso la creación del Departamento Nacional de Planeación y formuló un 
proyecto de creación de 500.000 empleos, para fomentar la redistribución de recursos y 
la superación de la condición de país del tercer mundo, en el programa de política laboral 
retomó la discusión en torno a la necesidad de implantar un sistema de carrera 
administrativa, que además de estar a tono con los desarrollos mundiales sobre la 
materia, especialmente considerando el modelo francés de función pública, sea eficaz 
para los propósitos de lograr una administración pública eficiente y dinamizadora del 
desarrollo social. Pero ante todo, ésta es una de las épocas más violentas de la historia 
colombiana, que se expresaba con mayor rigor en la lucha partidista, que tenía en los 
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cargos públicos el botín político de quienes accedían al poder; por eso, la pacificación 
del país era realmente el verdadero fin buscado por las iniciativas reformadoras de esta 
década, lo cual sólo se podría lograr abstrayendo los intereses del Estado de los avatares 
políticos y superando el sistema de repartición de los cargos públicos como pago por los 
servicios prestados en la lucha partidista. El de la función pública era pues una de las 
claves por las que intentaría resolver parte de esta cruenta lucha política que sacrificó 




4.2 Incorporación Automática y Nombramientos en 
Provisionalidad – Componente Legal – Inconstitucional 
 
 
La crisis de la carrera administrativa, en el ámbito legal tiene entre otro de sus puntos de 
expresión la implementación de políticas públicas de desalarización de la remuneración, 
la congelación sistemática del salario en el sector oficial y el debilitamiento de la carrera 
administrativa, en desconocimiento permanente de los postulados de la Carta 
Iberoamericana de la Función Pública, el Convenio Internacional del Trabajo No. 111, el 
Convenio No. 151 de la O.I.T. sobre la protección del derecho de sindicación y los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública, 
la Recomendación No. 159 sobre las relaciones de trabajo en la administración pública 
promulgada en 1978, la Ley 909 de 2004 y la Ley 4 de 1992. 
 
 
Se hace urgente entonces, la aplicación simple y rigurosa de los postulados del Artículo 
125 de la Constitución Política, sobre mérito en el empleo público y la búsqueda de 
soluciones inmediatas para acercar al ciudadano al estado, generando un panorama de 
confianza y legitimidad en el operar estatal, porque lejos de identificarse con su actuar, 
proyecta de manera masiva su permanente descontento, por la forma como las 
instituciones abordan la problemática comunitaria o individual puesta bajo su 
responsabilidad, haciendo inminente la necesidad de fortalecer las instituciones como 
entes transparentes e idóneos para actuar como garantes eficaces de los postulados del 
estado social de derecho, en aplicación estricta de la declaración expresa formulada por 
la nueva Constitución Política (artículo 1º) en el sentido de que Colombia es un Estado 
Social de Derecho, fundamentado en el interés común, que busca asegurar a los 
gobernados unas condiciones mínimas de convivencia y justicia social como principio de 
la nueva organización social. 
 
 
Los lineamientos constitucionales ampliamente desarrollados en el capítulo anterior, 
fueron recogidos por el legislador en la Ley 909 de 2004. En dicha ley se consagran las 
normas básicas sobre la integración, organización y funciones de la Comisión Nacional 
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La Ley contiene, además, normas sobre carrera administrativa, empleo público y 
gerencia pública, sin que por este hecho se hayan corregido los constantes 
inconvenientes presentados en la implementación del sistema de carrera administrativa, 
por ejemplo al año 2013, no se había concluido el primer concurso público de mérito 
convocado mediante la Convocatoria 01 de 5 de diciembre de 2005, para proveer en 
forma definitiva los empleos que se encuentran provistos en encargo o provisionalidad 
en entidades del sector oficial, dada la falta de conformación de las listas de elegibles de 
las distintas entidades oferentes, tales como Gobernación de Antioquia, que se consolidó 
mediante Resolución 795 de 2013, de la Gobernación de Bolívar, mediante Resolución 
794 de 2013, Gobernación de Caldas, con Resolución 793 de 2013, Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, Resolución 796 de 2013, del Fondo de Bienestar 
Social de la Contraloría General de la República, Bogotá D.C., Gobernación de 
Risaralda, mediante Resolución 797 de 2013, con la Resolución 800 se consolidó la lista 
de elegibles de la Escuela Superior de Administración Pública ESAP, de la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, antes Unidad de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, mediante Resolución 803 de 2013 
(Colombia CNSC, 2005). 
 
 
No obstante ser consistentes que la carrera administrativa tiene en Colombia una larga 
normatividad, al igual que una amplia regulación constitucional y legal, es un sistema 
inoperante y sin su correspondiente aplicación, que se observa limitada, aplazada o 
resistida, por lo que otrora han jugado un papel preponderante la violencia de distinto 
origen, naturaleza y propósitos, (CNSC ESAP, 2011). La aplicación dinámica de las 
regulaciones jurídicas sobre acceso y promoción del empleo público dentro del sistema 
de carrera administrativa, se ve distante de los criterios del concurso público y mérito, 
aunque, en Colombia existe todo un sistema legal para conformar un sólido bloque de 
constitucionalidad que haga imperiosa su observancia, es de forzosa aceptación que su 
desconocimiento es una de las causas de la actual crisis de las instituciones públicas. 
 
 
“En contra de estas aspiraciones militan factores como la inmoralidad, la negligencia y la 
falta de adecuada preparación del personal, no menos que la deficiente operación de 
una carrera administrativa desvirtuada por prácticas contrarias a los principios que la 
inspiran, de todo lo cual se quejan con frecuencia y con razón tanto los organismos 




La persistencia en Colombia del sistema de patronazgo o de libre disposición de los 
cargos públicos, permite retomar lo expuesto por Hernán Darío Vergara Mesa. Uno de 
los datos que más ha llamado la atención de la Corte Constitucional durante los últimos 
13 años, y que ha derivado en audaces y fuertes pronunciamientos, como el que contiene 
la sentencia SU-917 de 2010, es que la falta de operatividad de la carrera administrativa 
ha conllevado una utilización recurrente de la figura de la provisionalidad, en tanto la 
imposibilidad de realizar los concursos públicos de mérito exige vinculaciones temporales 
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para la efectiva prestación del servicio por parte de la administración pública; del mismo 
modo, cuando este personal –el nombrado en provisionalidad- es retirado del servicio sin 
la necesidad de expresar las razones de esa decisión (Vergara Mesa, 2002, pág. 4). 
 
 
Esta circunstancia nos obliga a concluir que existe una política generalizada de libre 
disposición de los cargos públicos por parte de las autoridades nominadoras, y que en 
este punto específico se desvirtúa el mandato constitucional del mérito para el acceso y 
la permanencia en la función pública (Artículo 125 de la Carta Política). De esa manera, 
la excepción –la provisionalidad-, se convierte en la regla, truncándose los principios de 




De otra parte, uno de los fenómenos de incorporación automática más cuestionados, por 
su extensa ambición, fue el intentado mediante la Ley 27 de 1992, que concedió a los 
empleados del ámbito territorial que ocuparan cargos de carrera a la fecha de entrar en 
vigencia esa Ley, un año de plazo para acreditar los requisitos del cargo y solicitar su 
inscripción en el escalafón de carrera administrativa, configurando un ingreso 
extraordinario y no por concurso, ni por mérito, sino por estar ya desempeñando un cargo 
clasificado previamente como de carrera, al momento de expedirse la ley.  
 
 
La sentencia C – 588 del 27 de agosto de 2009 de la Corte Constitucional declaró 
inexequible en su totalidad, el Acto Legislativo No. 01 de 2008, por medio del cual se 
adicionó el artículo 125 de la Constitución Política”, dándole efectos retroactivos, 
reanudando en consecuencia los trámites relacionados con los concursos públicos que 
hubieren sido suspendidos y dispuso que carecían de valor y efecto todas las 
inscripciones extraordinarias en carrera administrativa o los ingresos automáticos a la 
misma que, con fundamento en el Acto Legislativo No. 01 de 2008, se hayan realizado. 
 
 




Son las distintas prácticas clientelistas encuadradas en factores socio – políticos y 
culturales de grande arraigo en el escenario nacional, particularmente en los ámbitos 
local y departamental; así como la inexistencia de instrumentos normativos real y 
verdaderamente adecuados como pertinentes, las principales causas de la crisis de 
gobernabilidad y la falta de promoción dentro de la carrera administrativa, que como 
sostienen muchos estudiosos de la administración pública, pareciera culminar una vez 
obtenido el cargo por concurso, prácticamente la carrera administrativa muere al no ser 
posible un tipo de ascenso que no sea nuevamente por concurso lo que genera 
desmotivación en el empleado público.  
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“El sistema de Botín Político corresponde a aquella concepción de que todos los cargos 
públicos deben ser desempeñados por personas adeptas al movimiento político que 
obtenga la victoria electoral o simplemente que detente el poder. Ello implica que los 
funcionarios no necesariamente serán seleccionados entre los más capaces o de 
mayores méritos, sino entre aquellos que tengan mayores influencias y mejores padrinos 
políticos. La estabilidad del funcionario no está garantizada y cualquier cambio político 
puede ocasionar su remoción. En el sistema de botín político se utiliza el aparato estatal 
como un medio para lograr el pago de favores electorales y también como instrumento 
indispensable para asegurar los votos requeridos que garanticen la permanencia del 
grupo político en el poder” (Del Percio, 2009, pág. 116). 
 
 
Este tradicional desarrollo institucional de la carrera administrativa no ha sido suficiente 
para garantizar condiciones óptimas de acceso al empleo público, que siempre se ha 
visto permeado por prácticas clientelistas, corruptas y desorganizadas, que han 
generado desconfianza permanente en los habitantes del territorio nacional, siendo una 
de sus principales manifestaciones la violencia y el desgobierno estatal, de manera que, 
actualmente se presenta la actual crisis como una de las más profundas de los últimos 




“El mérito y la seguridad en el empleo constituyen dos de los aspectos de la 
administración pública más fuertemente criticados durante las pasadas dos décadas. A 
ambos elementos se les atribuye la percepción generalizada de dejadez, falta de 
compromiso y baja motivación de los empleos públicos, así como la baja productividad 
de los organismos gubernamentales que prestan servicios directos, que reglamentan y 
ordenan la vida de las sociedades modernas. Las críticas a los sistemas de mérito 
comenzaron a generalizarse a fines de la década de 1970, cuando se inició la tendencia 
a incorporar al sector público no sólo las técnicas, sino también los principios filosóficos 
del sector privado, bajo un entendido de que este último opera de manera más efectiva 
y eficiente” (Nieves Cordero, 2010, pág. 1). 
 
 
De otra parte, la falta de dinamismo y eficiencia en los procesos de selección y promoción 
de personal ha distorsionado la institución de la estabilidad laboral, la calificación de la 
carrera no ha servido para despedir funcionarios ineficientes, como tampoco para 
armonizar una planta de personal, porque se utiliza simplemente para depurar el 
personal que no simpatiza con el grupo mayoritario de momento. 
 
 
“Una de las hipótesis que plantea esta problemática en Colombia, es que la carrera 
administrativa se ha concentrado en la gestión humana y en la administración de 
personal, es decir, en prácticas de relaciones industriales más que en la gerencia del 
talento humano, caracterizándose por la desatención de los postulados de los 
organismos internacionales y en la regulación normativa nacional respecto al mérito en 
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la administración pública, en la dignificación del empleo y la estabilidad laboral, pues 
priman en la designación de funcionarios los criterios políticos y recomendaciones 
personales, convirtiendo la función pública en un botín burocrático para el grupo político 
dominante y mecanismo de pago de favores y deudas adquiridas en campaña 
proselitista” (Ramírez Mora, 2011, pág. 9). 
 
 
El actual estado presenta un modelo burocrático distante de las necesidades de los 
ciudadanos “que tiene como una de las principales falencias la falta de eficiencia y 
efectividad en su operatividad, la burocracia, la falta de control previo, concomitante y 
posterior de la gestión pública, la rigidez de las políticas de remoción y los grandes costos 
fiscales, situación que se manifiesta en una tendencia frecuente a tramitar reformas en 
la gestión de lo público, buscando generar un cambio del paradigma burocrático a uno 
de carácter gerencial, que permita abordar la gestión pública bajo los criterios de 
eficiencia y eficacia” (Ramírez Mora, 2011, pág. 6), sin lograr los resultados requeridos, 
generando en su actuar un clima de desconfianza en lo público, descontento y distancia 
de los ciudadanos a las instituciones gubernamentales, prácticas de corrupción y falta de 
gobernabilidad del estado.  
 
 
“Frente a esto, la mayoría de países en el mundo han sufrido reformas a sus sistemas 
de servicio público, desde el funcionalismo pasando de una administración basada en 
reglas (burocracia), propias del estado weberiano al estado gerencial típico de los 
modelos post burocráticos que parten del uso común de términos como cliente, calidad, 
servicio, valor, que tratando de mejorar las operaciones gubernamentales aceptan 
explícitamente que el paradigma burocrático ya no es la fuente más relevante de las 
ideas y argumentaciones acerca de la gestión pública” (Barzelay, 1992, pág. 237). 
 
 
El concepto de mérito en el que está actualmente basada la función pública intenta 
generar sus resultados, bajo los principios de ética y eficiencia en el servicio público, que 
en Colombia no ha logrado consolidarse a pesar de la existencia de un amplio marco 
constitucional y normativo que la regula. 
 
 
Al respecto, analizó Hernán Darío Vergara Mesa “(…) lo anterior es simplemente la 
consecuencia de una resistencia histórica a la implementación de los sistemas de mérito 
o de carrera administrativa en el país. Ese fenómeno no es nuevo ni mucho menos más 
evidente ahora que lo que ocurría hace 70 años, cuando se diseñó la primera 
normatividad de carrera (Ley 165 de 1938) y que se ha venido repitiendo década tras 
década, de diferentes formas y con distintas modalidades, que no dejan sino la sensación 
de que este es un mandato formal, constitucional o legal, sin una recepción práctica por 
la clase política del país. Hablo de la clase política, porque realmente, como se dirá 
después, la ineficacia del sistema de mérito ha respondido más a la periódica utilización 
de medidas legislativas o administrativas que a la larga impiden una operatividad 
adecuada o mínimamente suficiente de la carrera como medio de gestión del personal 
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que está al servicio del Estado. Aunque hurgando un poco más, la cosa puede datar 
desde antes de los inicios de la vida republicana colombiana, como una remembranza 
de los usos y costumbres coloniales que dejó introyectada nuestra madre patria España 
en los países latinoamericanos de su influencia, en particular Colombia en donde 




Recordemos que mediante la Ley 165 de 1938, se creó el Consejo Nacional de 
Administración y Disciplina, primer órgano encargado de la administración de personal, 
remplazado en la actualidad por la Comisión Nacional de Servicio Civil, de creación 
constitucional, por incorporación del Consejo Superior del Servicio Civil creado mediante 




“Es común en Colombia que cuando una persona ingresa a un cargo público, mucho más 
si ese cargo es de mediana o alta importancia, se le pregunte por el padrino político que 
lo ayudó” (Martínez Cárdenas, La Carrera Administrativa en Colombia, 2010, pág. 115). 
“Para el caso colombiano, existe una cultura proclive a equiparar el triunfo electoral con 
el derecho a disponer de la burocracia pública; esto reforzado por la práctica histórica 
(superada ya) que a cada victoria militar, correspondía el derecho a la apropiación del 
poder público y sus recursos” (Jiménez Benítez, 2005). 
 
 
Y no solamente cabe puntualizar los cuestionamientos al régimen laboral, al régimen 
salarial y al sistema de carrera administrativa, también existen autores que reconocen la 
importancia que ha tenido para el país la transición del sistema de botín a una sistema 
técnico de servicio civil que con múltiples falencias y tropiezos ha llevado a una lenta 
tecnificación de la función administrativa del Estado, aunque aún prevalecen 
mayoritariamente criterios políticos en la provisión del empleo público, que generan un 
clima de tensión laboral entre técnicos y políticos y genera disfunciones que afectan los 
intereses ciudadanos y el bienestar de la sociedad en general.  
 
 
Finalmente y como conclusión, la tradición política de la función pública, la incorporación 
automática y los nombramientos en provisionalidad, que aunque resultan legales, son 
inconstitucionales y la fuerte tradición del botín político, entendido como un componente 
socio cultural, desconocen en la definición del Estado, el término "social" que no puede 
ser visto como algo intrascendente o residual, sino como un concepto cuyo contenido 
debe reflejarse en la actuación de los poderes públicos y muy especialmente en las 
previsiones del legislador en materias que, como el trabajo, tienen hondas repercusiones 
en el desenvolvimiento de la vida comunitaria, entonces, es en desarrollo de la Carta 
Política que se ponen en juego principios y directrices de la gestión pública en su 
conjunto, como son la eficacia de su actividad y la eficiencia de quienes la tienen a cargo. 
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CAPÍTULO V. El Modelo Burocrático del Mérito 
 
 
Este segmento retoma como un precedente importante, el origen de las teorías de la 
administración pública y la formulación de sus principios como una ciencia 
independiente, para finalmente ubicarnos en el tema central que se propone ser una 
solución eficiente a la dicotomía entre política y derecho en el manejo de la carrera 
administrativa, que subsiste como una constante en los sistemas de Servicio Civil 
Weberianos como el caso Colombiano; de ahí que, el concepto de administración pública 
planteado desde sus inicios por Juan Carlos Bonin, nos permita estructurar una línea 
media regida por principios alternos al simple ejercicio del poder y su manifestación 
dominante sobre la burocracia, se destaca el papel de Francia, como pionero en la 
aplicación de estos preceptos en lo que se constituyó en aquel entonces y aun en el 
presente con plena vigencia como el más eficiente sistema de carrera administrativa, 
aunque prevalezcan en su dinámica críticas a su marcado centralismo en Paris su 
capital, hemos de puntualizar entonces, que un sistema cerrado y basado únicamente 
en los postulados del mérito, como el Francés es el recomendado por los gobiernos con 




5.1 Origen de las Teorías de la Administración Pública 
 
 
El tratadista Guerrero, considera que los estudios al respecto permiten establecer que 
“Con absoluta precisión, se puede fijar como momento de nacimiento de la ciencia de la 
administración, una fecha: 1808. Fue este año, que ningún administrador público puede 
desconocer, cuando Juan Carlos Bonnin publicó el libro primigenio de nuestra disciplina: 
Principios de la Administración Pública. Los principios, es una obra magna por su calidad 
y colosal por sus dimensiones. En ella se comprenden por primera vez, las materias que 
se refieren a la administración. Es más, fue Bonnin, quien la llama de tal modo 
“administración” y quien acuda una denominación que será clásica: ciencia de la 
administración. La ciencia de la administración es, en la idea de Bonnin, aquella disciplina 
que estudia las materias relativas a la administración y la divide en administración pública 
y administraciones especiales que no son sino las ramas de la primera. A Bonnin le 
interesa definir, desde el principio el significado de la categoría administración pública; 
categoría a la que liga el estudio de las leyes administrativas y el personal en el que 
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encarna la propia administración de los funcionarios públicos. Analiza detalladamente la 
organización administrativa de la época de Napoleón Bonaparte. Habla de los famosos 
prefectos napoleónicos y de sus subordinados” (Guerrero, Teoría de la Administración 
Pública, 1986, pág. 64) 
 
 
Uno de los principales autores contemporáneos en Francia, es Macarel, “quien no solo 
ha tratado en su obra nuevos principios e instituciones, sino precisamente a los principios 
y a las instituciones que han sido imitados poco a poco por todos los pueblos de Europa. 
La administración pública francesa, ha influido sobre otras nociones por causa de su 
excelencia y de su “conformidad con la condición de los hombres de nuestro tiempo. El 
sistema administrativo francés no ha sido el producto ni de accidentes ni de voluntades 
arbitrarias. No- dice rotundamente-, él es el resultado necesario de la revolución social 
que está operando en Francia desde finales del siglo pasado, y que continúa en fases 




“La revolución aniquiló todos los poderes existentes, grandes y pequeños, abolió todos 
los derechos particulares, todas las franquicias locales, todas las prerrogativas 
individuales e hizo desaparecer a todas las diferencias entre los ciudadanos. Creó, en 
suma de un solo golpe y sobre un mismo plan, el sistema de la administración pública.  
 
 
Recuerda Tocqueville: “No perdamos jamás de vista que si nuestro sistema 
administrativo está basado en la libertad, se halla sin embargo, complementado con el 
despotismo. ¿Cómo conciliar la centralización extrema que está consagrada con la 




Considera que la centralización administrativa francesa es a tal grado extrema, que hasta 
los extranjeros se percatan de ella. Por tanto, insiste, el que la centralización 
administrativa extrema se concilie con la monarquía representativa es una cuestión 
importante. (Guerrero, Teoría de la Administración Pública, 1986). 
 
 
Aunque son constantes las críticas al sistema francés por su rigurosa centralización, lo 
cierto es que sigue ofreciendo marcada influencia en las diferentes tendencias modernas 
de la gestión pública, que rescatan un sistema cerrado de acceso y promoción a la 
carrera administrativa, enmarcada por los criterios del mérito, como un elemento 
obligatorio, que se fomenta a partir de un proceso de formación y actualización 
profesional constante de los empleados, permitiendo un estándar de cualificación 
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5.2 El Servicio Civil Francés 
 
 
En la actualidad, “El servicio civil de carrera en Europa, es de estructura cerrada y se 
desarrolla en dos nociones fundamentales de estatuto o ley de carrera. El servicio civil 
es un elemento constitutivo del derecho administrativo, el cual define su estructura y 
funcionamiento, es un derecho de servidores públicos distinto al derecho de empleados 
privados. Desarrolla una carrera administrativa a través de mecanismos de 
reclutamiento, formación, ascensos y promociones hasta la salida o retiro. La 
clasificación de funciones sigue la tradición inglesa, encabezada por los administradores, 
que son servidores superiores con funciones de dirección y orientación, una clase 
ejecutiva, compuesta por servidores encargados de la aplicación con cierta iniciativa, una 
clase clerical que son funcionarios de ejecución que cumplen funciones rutinarias 
reglamentadas y los últimos en la escala que son quienes cumplen funciones manuales; 
hay garantía de igualdad de acceso a todos los aspirantes, fundado en el mérito y no en 
recomendaciones políticas (nepotismo), el concurso es un procedimiento obligatorio.  
 
 
En este punto resulta de gran importancia resaltar, como el sistema Francés ha superado 
la influencia de los partidos políticos y ha garantizado el ejercicio del derecho a la 
igualdad y la independencia de los funcionarios, en el desarrollo de sus labores sujetos 
únicamente a los principios de eficiencia y eficacia, algo de lo que aún en Colombia 
estamos relegados, dado que la permanencia en un cargo, depende en gran medida de 
la militancia política o simpatía de los servidores en una línea de pensamiento afín a los 
gustos de sus superiores.  
 
 
La preparación de los funcionarios está a cargo de la administración pública, en Francia 
existe la Escuela Nacional de Administración, que capacita de manera paralela a la 
formación universitaria a los empleados públicos. La promoción interna permite llegar a 
un puesto superior en un cuerpo distinto al que fue reclutado, siguiendo el sistema de 
calificación y evaluación de puestos. El servidor público no puede ser retirado salvo si 
comete faltas disciplinarias graves y tiene derecho a terminar su carrera administrativa. 
La definición del funcionario concebida por el estatuto del 19 de octubre de 1946, se 
encuentra actualmente en el ordenamiento del 4 de febrero de 1959. Los funcionarios se 
conciben a sí mismos como poseedores de una parte de la soberanía del Estado, por lo 
que son considerados más como un oficial público que como un servidor público.  
 
 
Es este aspecto subjetivo e individual detentado por cada agente del Estado, en donde 
radica la diferencia en los sistemas tradicionales de corte Post Funcional, dado que el 
impulso dado a los conceptos del managment privado y cliente, alejan al funcionario de la 
apropiación de los objetivos, la misión y la visión de las instituciones públicas, estas 
definiciones están más fincadas en la idea de una unidad de producción que en la 
condición de servicio público, de ahí que, un punto importante a retomar en las reformas 
al sistema de gestión pública, empiece por revaluar los conceptos del utilitarismo y se 
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centren en las tendencias del servicio y satisfacción de las necesidades de la comunidad, 
como un bien general.  
 
 
La Dirección General de la Administración y de la Función Pública, está adscrita al Primer 
Ministro que coordina la política de personal” (Quiroga Leos, Organización y Métodos de 
la Administración Pública, 1987). 
 
 
Los procesos de reforma a los servicios civiles demuestran que la parte más sencilla es 
la introducción y modificación de las reglas formales que regulan al servicio. Sin 
embargo, como explica Alex Matheson, Jefe de la Unidad de administración de la OCDE, 
modificar los valores y patrones de conducta es una tarea mucho más complicada. El 
cambio de cultura “requiere de un enfoque continuo de liderazgo en todos los niveles, 
reforzado por sistemas de apoyo en gestión y responsabilidad” (Mascott Sánchez, 
Sistemas de Servicio Civil Una Comparación Internacional, pág. 75). 
 
 
(…) De acuerdo a Blanca Heredia, la mayor oposición a las reformas de los sistemas de 
servicio civil, proviene de los sectores e individuos que ejercen el poder: políticos y 
burócratas. Y es que, en el corto plazo, ambos corren el riesgo efectivo de perder parte 
de su poder. En tanto, los ciudadanos, potenciales beneficiarios de las reformas, 
aparecen como los menos interesados. 
 
 
En Colombia, para avanzar en el proceso de evolución hacía el mérito como un principio 
constitucional de aplicación universal, se hace necesario retomar algunos puntos en los 
que nuestra institucionalidad señala falencias que han facilitado el desconocimiento del 
marco constitucional y legal que regula el ejercicio de la administración pública, entonces 
diremos que en los términos del Artículo 125 de la Constitución Política, por regla general 
los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y por excepción los 
cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de los trabajadores 
oficiales y los demás que determine la ley, no lo son, el elemento objetivo de la eficiencia, 
es el determinante de la estabilidad laboral.  
 
 
Por vía constitucional estamos ante una posibilidad abierta e indeterminada que faculta 
al legislador, para que, por virtud de una ley establezca que cargos son de carrera y 
cuáles pueden ser excluidos de la misma y designarse como de libre nombramiento y 
remoción o en provisionalidad, sin embargo, es evidente que como facultad legislativa la 
provisionalidad no ha sido ejercida de manera eficiente, sino atendiendo a criterios 
políticos, y se requiere asumir una posición de cambio, de manera que, la solución 
deviene desde posiciones simplistas que procuran suprimir esta facultad legislativa, 
hasta un condicionamiento que rescate su condición excepcional, haciendo más 
rigurosos sus requisitos de aplicación; sin perder de vista que sigue siendo una regla 
general de aplicación obligatoria el nombramiento por concurso público, respecto a los 
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funcionarios cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 
Constitución o la Ley y que su designación se hará previa verificación de los requisitos y 
condiciones previamente fijados, buscando establecer el cumplimiento obligatorio de las 
condiciones del mérito y las calidades de los aspirantes.  
 
 
Los nominadores poco han reparado en la proscripción del botín político consagrado en 
el Artículo 125 de la Constitución Nacional, recordemos que en su tenor literal se expuso 
“en ningún caso la filiación política podrá determinar el nombramiento de un empleo de 
carrera, su ascenso y remoción” y en Colombia, es el aspecto marcante que define la 
permanencia en un cargo, precisamente, es la simpatía política o la aceptación de los 
lineamientos del grupo mayoritario de momento, los que determinan el nombramiento, el 
ascenso y la remoción de un cargo, constituyéndose este aspecto en uno de los puntos 
de debate para ser adaptado por su incoherencia con los postulados del mérito. 
 
 
En términos generales, la consecuencia es que las reformas se convierten en un proceso 
largo, complejo, costoso y se corre el riesgo de ser revertidas; esto es, que las prácticas 
tradicionales se impongan sobre las nuevas reglas. (Mascott Sánchez, Sistemas de 
Servicio Civil. Una Comparación Internacional, pág. 75) 
 
 
Las experiencias en un número importante de países indican que no hay recetas exactas 
para conseguir reformas exitosas. A pesar de ello, algunas instituciones internacionales 
dan ciertas recomendaciones. En este tenor el Banco Mundial señala lo siguiente:  
 
 
1. Los países deben tener la libertad de escoger los mecanismos apropiados para 
sus circunstancias particulares, a partir de un examen crítico de las ventajas y 
desventajas de cada mecanismo. No existen los trajes a la medida.  
 
2. La adopción de un modelo en particular debe estar precedida por el 
reconocimiento de que hay sistemas de organización que ya han probado su ineficacia.  
 
 
3. Los gobiernos deben buscar soluciones propias a sus problemas particulares, más 
que adoptar modelos aparentemente exitosos.  
 
 
Las reformas a los servicios civiles deben implementarse con base en metas bien 
definidas y estrategias realistas que especifiquen los medios, el calendario y la secuencia 
de los cambios. Asimismo, cada proceso de reforma precisa la consideración exhaustiva 
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Las estrategias de reforma y los cambios en los sistemas de servicio público tienen 
ventajas y desventajas. Como señala la OCDE todas las estrategias de reestructuración 
tiene sus puntos fuertes y débiles: (Mascott Sánchez, Sistemas de Servicio Civil Una 
Comparación Internacional, pág. 76) 
 
 
- Los controles estrictos pueden mejorar el cumplimiento, pero reducir la adaptabilidad.  
 
 
- Los grupos de liderazgo profesional en comparación con la influencia política en 
nombramientos de alto nivel equilibran la congruencia y la continuidad en contraposición 
con el grado de reacción política.  
 
 
- Un mayor uso de contratos formales y de mediciones de resultados incrementa la 
responsabilidad, pero puede falsear la atención sobre resultados deseados a largo plazo.  
 
 
- Las mediciones de resultados apoyan la congruencia política, pero no la 
responsabilidad individual.  
 
 
- La remuneración por esquemas de desempeño puede promover el rendimiento 
individual pero inhibir el trabajo en equipo.  
 
 
- La discreción de la gestión puede socavar la confianza pública en la imparcialidad.  
 
 
Por su parte, el Comité de Expertos en Administración Pública de la Organización de las 
Nacionales Unidas, considera que hay diez factores críticos para el éxito de una reforma 
comprehensiva en los países en desarrollo:  
 
 
1).- El grado en el que las reformas son definidas e impulsadas en el país en cuestión.  
 
 
2.-  Grado en el que el gobierno está dispuesto a formar parte activa del proceso de 
innovación y adaptación. 
 
 
3.-  Apoyo de los políticos con mayor influencia. 
 
 
4.-  Grado de consenso acerca de la visión de reforma y su implementación.  
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5.-  Sinergia y compatibilidad entre diferentes reformas.  
 
 
6.-  Salarios mínimos.  
 
 
7.-  Orientación hacia la entrega de servicios.  
 
 
8.-  Habilidad para fortalecer la ética, responsabilidad, control y transparencia. 
 
 
9.-  Coordinación.  
 
 
10-  Claridad sobre el papel del estado en la sociedad.  
 
 
5.3 Teoría de la Justicia por John Rawls 
 
 
La Teoría de la Justicia hace parte de las tendencias sociales modernas y su aplicación 
al mundo concreto, exige la armonización de las normas e instituciones jurídicas, 
principios y regulaciones sociales con las tesis desarrolladas por John Rawls, planteadas 
como una alternativa para superar el utilitarismo funcional de Adam Smith, Hume y 
Bentham, que en su obra “intentó generalizar y llevar la teoría tradicional del contrato 
social representado por Locke, Rousseau y Kant, a un nivel más elevado de abstracción”. 
 
 
Rawls critica del utilitarismo su desatención de los individuos, en tanto supone que son 
una gota en el océano de la utilidad social general, siendo obligatorio que debamos 
aceptar en la escala de beneficios, condiciones mínimas para algunas personas, si el 
esquema de utilidad total recibe mayores beneficios, desconociendo que los seres 




Rawls reivindica el derecho a la igualdad, como principio fundamental de su teoría de la 
justicia, que exige conceder a todos libertad en igualdad de condiciones, concebida esta 
como un bien general, sin más implicaciones que la garantía con la que un individuo 
cuenta para el pleno ejercicio de sus facultades, en palabras de Rawls: “Un individuo que 
se dé cuenta que disfruta viendo a otras personas en una posición de menor libertad, 
entiende que no tiene derechos de ninguna especie a este goce. El placer que obtiene 
de las privaciones de los demás es malo en sí mismo: es una satisfacción que exige la 
violación de un principio con el que estaría de acuerdo en la posición original”, 
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refiriéndose a las falencias del utilitarismo y su justificación de la discriminación individual 
(Rawls, La Teoría de la Justicia, 1971, pág. 41).  
 
 
“Los hombres pueden estar de acuerdo con esta descripción de las instituciones justas, 
ya que las nociones de distinción arbitraria y de equilibrio debido, incluidas en el concepto 
de justicia, están abiertas para que cada quien las interprete de acuerdo con los principios 
de justicia que acepte. Estos principios especifican que semejanzas y que diferencias 
entre las personas son pertinentes para determinar los deberes y derechos y cuál es la 
división de ventajas correcta”. (…) Dentro de las relaciones sociales, pueden presentarse 
conflictos de intereses cuando las personas “no son indiferentes respecto a cómo han de 
distribuirse los mayores beneficios producidos por su colaboración, ya que con objeto de 
perseguir sus fines cada una de ellas prefiere una participación mayor a una menor”. 
 
 
La tendencia a la igualdad, procura formular una solución compensada frente a las 
diferencias suscitadas por las desigualdades inmerecidas entre individuos, como los 
talentos y dotes naturales, que habrán de ser equilibradas de algún modo, 
proporcionando mayor atención a quienes poseen menos aptitudes y a quienes hayan 
nacido en posiciones sociales menos favorables, destinando entonces mayores recursos 
para la formación y educación en estos casos, de manera que, “en la justicia como 
imparcialidad los hombres deciden aprovechar los accidentes de la naturaleza y las 
circunstancias sociales sólo cuando el hacerlo sea para el beneficio común”. 
 
 
En esos eventos “la noción de mérito no puede aplicarse aunque sea cierto que los más 
aventajados tienen derecho a sus dones naturales al igual que lo tiene cualquier otro; 
este derecho está comprendido dentro del primer principio, precisamente por la libertad 
básica que protege la integridad de la persona, sin embargo, no puede desconocerse 
que los más aventajados tienen derecho a todo aquello que pueden adquirir conforme a 
las reglas de un sistema equitativo de cooperación social”. De manera que la dificultad 
entonces radica en la aplicación de un principio del mérito que supere las connaturales 
diferencias y a su vez haga efectivo el derecho a la igualdad como pilar de la teoría de la 
justicia, en medio de notables desigualdades individuales.  
 
 
La solución viene aparejada de la conciliación del principio de igualdad de oportunidades 
y el de fraternidad, el primero se funda en el derecho a la igualdad y el segundo se basa 
en el respeto por la diferencia que expresa un significado fundamental desde el punto de 
vista de la democracia y la justicia social, pues el principio de diferencia representa, en 
efecto, el acuerdo de considerar la distribución de talentos naturales, en ciertos aspectos, 
como en acervo común, y de participar de los beneficios de esta distribución, 
cualesquiera que sean, rechazando entonces la afirmación de que la ordenación de las 
instituciones siempre es defectuosa, ya que la distribución de talentos naturales y las 
contingencias de la circunstancia social son injustas. A la luz de las observaciones 
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precedentes parece que la interpretación democrática de los dos principios nos conducirá 
a una sociedad meritocrática. 
 
 
En la tesis de Rawls, “La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, como 
la verdad lo es de los sistemas de pensamiento. Una teoría, por muy atractiva, elocuente 
y concisa que sea, tiene que ser rechazada o revisada si no es verdadera; de igual modo, 
no importa que las leyes e instituciones estén ordenadas y sean eficientes: si son injustas 
han de ser reformadas o abolidas”. (Rawls, La Teoría de la Justicia, 1971, pág. 17), 
porque “Siendo las primeras virtudes de la actividad humana, la verdad y la justicia no 
pueden estar sujetas a transacciones”. 
 
 
En punto de la posición original y el equilibrio reflexivo, Rawls admite que es una 
limitación de su teoría, la presunción de la sociedad como un sistema cerrado, que no 
admite intervención de otras formas de organización social y la segunda es el concepto 
de Estado ideal, en el que se parte del supuesto de la justeza en el actuar de todos los 
individuos, que acatan pacíficamente las disposiciones para el mantenimiento de una 
sociedad armónica, aunque la teoría ideal suministra una base adecuada para la 
resolución de los conflictos, cabe cuestionarse si es posible afrontar todas las 
contingencias de la vida humana en sociedad a partir de estos postulados, o entender 
que una sociedad justa, representada en este estado ideal es de aceptación universal, 
pues una teoría de estado cobra importancia cuando es capaz de describir en un contexto 
de aceptación generalizada por no decir universal lo que es justo, como punto de partida 
para armonizarse con las instituciones ya existentes. 
 
 
5.4 Desarrollo y Aplicación de los Conceptos Constitucionales 
de Eficacia y Eficiencia – Puntos de Partida de una nueva 
Carrera Administrativa en Colombia 
 
 
Robert, en su obra Derecho y Razón Práctica, desarrolló la teoría de las reglas y los 
principios, (Alexi, 1998), de la que se puede conjugar según la perspectiva positivista, 
“que el sistema jurídico es al menos en lo esencial, un sistema de reglas que se pueden 
identificar como reglas jurídicas sobre la base de su validez y/o eficacia”, define los 
principios como normas que ordenan que se realice algo en la mayor medida posible, en 
relación con las posibilidades jurídicas y fácticas, considera que los principios son 
mandatos de optimización que se caracterizan porque pueden ser cumplidos en diversos 
grados y porque la medida de su cumplimiento no solo depende de las posibilidades 
fácticas, sino también de las posibilidades jurídicas.  
 
 
Por otra parte, en punto de la legitimidad, John Rawls, en la Teoría de la Justicia concibe 
la sociedad como una asociación autosuficiente de personas cuyas relaciones son 
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convalidadas por reglas de conducta aceptadas por la mayoría y por tanto de 
observancia obligatoria; para su validez, especifica un sistema de cooperación 
planificado para promover el bienestar de todos los que conforman la colectividad. El 
papel de la justicia es regular la estructura básica de la sociedad, o sea estructurar el 
modo en que las instituciones distribuyen los derechos y deberes y determinan la división 
de las ventajas provenientes de la cooperación social, a través de macro instituciones 
jurídicas como la Constitución Política e instituciones sociales como la competencia 
mercantil, la propiedad privada, la familia monógama, que influyen en la consolidación 
de los derechos y deberes, en las expectativas de vida y en el modelo de aceptación 
social de los individuos.  
 
 
Para Rawls, dentro del ordenamiento jurídico se erigen como pilares sobre los que se 
construye el derecho racional de la modernidad, los principios constitucionales como la 
dignidad humana, la libertad, la igualdad, la democracia, el Estado Social de Derecho, y 
como mandatos de optimización, los principios influyen en el Derecho en mucho más 
que su desarrollo metodológico, estos no pueden ser considerados como normas vagas, 
sino como una respuesta legítima a un conflicto y en el contexto de la jerarquía normativa 
como de mayor valor en relación con las reglas.  
 
 
En la dinámica del Estado Social de Derecho, la armonización de los principios de 
eficiencia y la eficacia de la función pública- con la protección de los derechos que 
corresponden a los servidores estatales, resultan necesarios en la ejecución y 
administración de una carrera administrativa diseñada y aplicada técnica y jurídicamente, 
en la cual se contemplen los criterios con arreglo a los cuales sea precisamente el 
rendimiento en el desempeño del cargo de cada trabajador (el cual garantiza eficiencia 
y eficacia del conjunto) el que determine el ingreso, la estabilidad en el empleo, el 
ascenso y el retiro del servicio, tal como lo dispone el artículo 125 de la Constitución. 
Estos aspectos, en una auténtica carrera administrativa, deben guardar siempre directa 
proporción con el mérito demostrado objetiva y justamente. 
 
 
En ese contexto, podemos catalogar la Constitución Política de Colombia de 1991 como 
de carácter finalista, porque en desarrollo del Articulo 2, son fines esenciales del Estado: 
“Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las 
autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
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Este precepto enumera una cantidad importante de elementos que caracterizan la 
esencia finalista del Estado Colombiano, que en sí mismos resultan lo suficientemente 
contundentes y claros para auto delimitarse y conceptuarse, por ejemplo, es deber del 
Estado Colombiano, en desarrollo del deber de servir a la comunidad, proveer la salud, 
vivienda, trabajo y educación. Esta característica aparece consagrada y se desarrolla a 
lo largo del texto constitucional, en especial las del Título I sobre los principios 
fundamentales, los cuales están estrechamente relacionados con los objetivos que 
proclama el Preámbulo; es decir, más que en otras constituciones, en esta son 
ostensibles unos propósitos del Constituyente previstos en el Preámbulo y desarrollados 
en el articulado; no en vano el nuevo texto enuncia como razones de la Carta Política el 
fortalecimiento de la unidad de la Nación; la garantía de la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz; la democracia participativa; la 
vigencia de un orden político, económico y social justo y el compromiso de afianzar la 
integración latinoamericana (Colombia, 1991). 
 
 
Para concretar este estado ideal, John Rawls, en su Teoría de la Justicia, recurre al 
diseño de un pacto contractual, entendido como un acuerdo que define como “posición 
original”, expresada en el plano hipotético, retomando las tesis de Locke, Rousseau y 
Kant, así es que, la idea principal de su teoría se basa en que los principios de justicia 
son el resultado de un acuerdo original adoptado voluntariamente, por una colectividad 
que reemplaza a la noción tradicional de contrato, se trata de un acuerdo al que llegan 
personas libres y racionales interesadas en promover propósitos en una situación inicial 
de igualdad, entendida de esta manera, la posición original es un conjunto de 
restricciones impuestas a favor de los principios de la justicia.  
 
 
Cierto acuerdo en las concepciones de la justicia, no es el único requisito para una 
comunidad humana viable. Hay otros problemas sociales fundamentales, en particular 
los de coordinación, eficacia y estabilidad. Así, los planes de las personas necesitan 
embonar para que sus actividades resulten compatibles entre sí y puedan todas ser 
ejecutadas sin que las expectativas legítimas de ninguno se vean seriamente dañadas. 
Más aun la ejecución de estos planes debiera llevar a la consecución de los fines sociales 
por caminos que sean eficientes y compatibles con la justicia. (Rawls, La Teoría de la 
Justicia, 1971, pág. 19). 
 
 
La eficacia como principio jurídico dentro del ordenamiento legal colombiano, está 
contenida en varios preceptos constitucionales como de perentoria exigencia de la 
actividad pública: en el artículo 2º, al prever como uno de los fines esenciales del Estado, 
el de garantizar la efectividad de los principios, deberes y derechos consagrados en la 
Constitución; en el artículo 209 como principio de obligatorio acatamiento por quienes 
ejercen la función administrativa; en el artículo 365 como uno de los objetivos en la 
prestación de los servicios públicos; en los artículos 256 numeral 4o., 268 numeral 2º, 
277 numeral 5º y 343, relativos al control de gestión y resultados, dentro del esquema 
trazado por la Constitución, las normas confieren a las autoridades un poder reglado, de 
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acuerdo con postulados característicos del Estado de Derecho (artículos 3º, 6º, 121, 122 
y 123, inciso 2º, de la Constitución colombiana), pero en ciertas materias, como las 
relativas a la gestión económica y social, se deja un margen de discrecionalidad para 
que el Estado, en forma eficaz, procure la satisfacción del interés colectivo -carácter 
social del Estado de Derecho, artículos 1º, 2º y 209 de la Carta. 
 
 
Como forma de medir y evaluar la eficacia del Estado como principio, el Constituyente 
introdujo el control de gestión y de resultados, en los artículos 256, numeral 4, 264, 267, 
268, numeral 2, 277, numeral 5 y Art. 343 constitucionales, pues la prestación 
satisfactoria de los servicios a cargo del Estado y el rendimiento de los recursos que 
administra no pueden escapar al sistema de controles que el ordenamiento jurídico 
introduce como elementos que salvaguardan el interés general. A la eficiencia, como 
principio rector de la gestión pública, aluden preceptos constitucionales como las 
contenidas en los artículos 48, 49 y 268, numerales 2 y 6, de la Constitución Política. 
 
 
Pero la Constitución no menciona únicamente la eficacia, sino que incorpora en varias 
de sus disposiciones el concepto de eficiencia, que en términos económicos se traduce 
en el logro del máximo rendimiento con los menores costos, y que, aplicado a la gestión 
estatal, significa la adecuada gestión de los asuntos objeto de ella, partiendo del 
supuesto de los recursos financieros -casi siempre limitados- de los que dispone la 
hacienda pública. En otros términos, el Estado, por razones de interés general, está 
obligado a efectuar una adecuada planeación del gasto, de modo tal que se oriente con 
certeza a la satisfacción de las necesidades prioritarias para la comunidad sin despilfarro, 
ni erogaciones innecesarias. 
 
 
En el terreno de las relaciones laborales que los entes públicos establecen con sus 
servidores, este principio se refleja necesariamente, en la tendencia a la operación 
eficiente de la actividad estatal, que -se repite- es hoy de rango constitucional de 
ineludible acatamiento, pero, no tratándose ya de "un recurso más", sino que implica su 
obligatoria incorporación en el actuar de la persona humana al desarrollo de las tareas 
que le corresponden, también la Constitución obliga al Estado a actuar dentro de criterios 
que respeten su dignidad (artículo 6º) y sus derechos (Preámbulo y artículos 1º, 2º y 
Título II de la Carta). 
 
 
En este sentido se busca que la carrera administrativa permita al Estado contar con 
servidores cuya experiencia, conocimiento y dedicación garanticen, cada vez con 
mejores índices de resultados, su verdadera aptitud para atender las altas 
responsabilidades confiadas a los entes públicos, a partir del concepto según el cual el 
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El artículo 209 de la Constitución Política, dispone que la función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
eficacia, economía y celeridad, y añade que las autoridades administrativas deben 
coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 
 
 
Nada de lo dicho podría cumplirse a cabalidad sin un aparato estatal diseñado dentro de 
claros criterios de mérito y eficiencia, para lo cual no resulta necesario su excesivo 
tamaño, ni un frondoso árbol burocrático, sino una planta de personal debidamente 
capacitada y organizada de forma tal, que garantice niveles óptimos de rendimiento. 
 
 
Así lo expone insistentemente la Corte Constitucional, incluso en su Sentencia C- 285 de 
2015, mediante la cual se declararon inexequibles los Artículos 9, 10, 11, 13, 14, 16, 
16.1, 16.2, 16.3, 16.5, 16,7, 34.4, 34.5, el parágrafo 2 del Art. 34, 37, 38, 47 y 48 del 
Decreto 765 de 2005, que modificó el Sistema Específico de Carrera de los empleados 
de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
DIAN, en los siguientes términos: “A esa conclusión ha llegado este Tribunal con 
fundamento en tres (3) criterios: (i) Criterio histórico. Según este, “durante la historia del 
constitucionalismo colombiano se han planteado distintas reformas constitucionales y 
legales dirigidas a otorgar preeminencia al sistema de carrera administrativa como la vía 
por excelencia para el ingreso al servicio público, con el fin de eliminar las prácticas 
clientelistas, de ‘amiguismo’ o nepotismo, acendradas en la función pública y contrarias 
al acceso a los cargos del Estado de modo equitativo, transparente y basado en la 
valoración del mérito de los aspirantes”. (ii) Criterio conceptual. Desde esta perspectiva, 
la carrera administrativa es un principio de naturaleza constitucional que cumple el doble 
propósito de “servir de estándar y método preferente para el ingreso al servicio público”, 
así como “conformar una fórmula interpretativa de las reglas que versen sobre el acceso 
a los cargos del Estado, las cuales deberán comprenderse de manera tal que cumplan 
con los requisitos y finalidades de la carrera administrativa, en especial el acceso basado 
en el mérito de los aspirantes”. (iii) Criterio teleológico. Sobre el particular la Corte ha 
señalado que el régimen de carrera apunta a la realización de varios fines 
constitucionalmente valiosos: “cumplir con los fines de transparencia, eficiencia y eficacia 
de la función administrativa y, de manera más amplia, del servicio público”, a través del 
concurso público de méritos que permite la escogencia de los aspirantes más idóneos; 
protege el derecho político de acceso a la función pública en condiciones de igualdad 
(arts. 13 y 40-7 CP), con la exigencia de un concurso público abierto y democrático en el 
que solo se deben evaluar las aptitudes y capacidades de los aspirantes; y por último, 
hace efectivos los derechos subjetivos de los empleados públicos, en especial en cuanto 
a su estabilidad laboral (art. 53 CP).  
 
 
En términos de la Teoría de la Justicia de John Rawls, el conflicto puede surgir de la 
divergencia de intereses, cuando unos individuos intentan obtener mayores beneficios, 
en desconocimiento de los postulados de igualdad, entendida esta como la necesidad 
de equidad y equilibrio en las relaciones que surgen del entramado social, entonces si 
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son posibles los conflictos, estos requieren una solución ajustada con los postulados de 
la justicia, es ahí, cuando reivindica la cooperación como la vía más eficiente para 
obtener mejores condiciones de vida, que si actuáramos validos únicamente por nuestros 
propios esfuerzos, (Rawls, La Teoría de la Justicia, 1971), de manera que, los fines 
propios de la carrera administrativa enmarcada dentro del principio del mérito, dentro de 
la Constitución Política de Colombia, resultan estropeados cuando el ordenamiento 
jurídico ha construido una serie de instituciones que desarrollan rigurosamente su 
estructura, sin embargo en su aplicación dinámica lo pierde de vista como criterio de 
selección y sostén del empleo, o cuando ignora la estabilidad de éste como presupuesto 
indispensable para que el sistema opere. 
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Para concluir en el espectro de soluciones a la problemática planteada, nos inclinamos 
por las posiciones adoptadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico – OCDE, en punto de la aplicación del principio de eficiencia y 
gobernabilidad, como puntos de partida de la eliminación del problema común de la 
corrupción presente en mayor o menor medida en los gobiernos de los países miembros. 
 
 
Igualmente, hemos de formular las condiciones de una nueva administración pública, 
basada en la flexibilización de las relaciones laborales orientada a la gestión de los 
recursos humanos desde la gestión del empleo, la planificación y la organización del 
trabajo, la gestión de rendimiento, el desarrollo y el aprendizaje y la organización 
apropiada de los mismos y para terminar se formuló un plan de mejoramiento de la 
Comisión Nacional de Servicio Civil, a partir de la aplicación de los postulados del mérito, 
retomando como punto de partida las falencias denotadas en el desarrollo de la 
Convocatoria DIAN 128 – 2009, cuyas soluciones, apuntan al re diseño institucional de 
la entidad, dando celeridad a sus procesos de contratación, de las convocatorias de 
concursos públicos y a la optimización de los recursos públicos que administra. 
 
 
6.1 Colombia de cara a la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico - OCDE 
 
 
La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE.- es un 
organismo de cooperación internacional, compuesto por 34 estados, cuyo objetivo es 
coordinar sus políticas económicas y sociales. Nació cuando 20 países de América del 
Norte y Europa se adhirieron a la Convención de la OCDE llevada a cabo en Paris, donde 
actualmente se encuentra su sede, el 14 de diciembre de 1960, tiene como misión 
promover políticas que mejoren el bienestar económico y social de personas en todo el 
mundo, los países miembros son convocados como un foro gubernamental para 
compartir experiencias y buscar soluciones a problemas comunes, impulsando el cambio 
económico, social y ambiental, midiendo la productividad y los flujos globales de 
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comercio en inversión, analizando y comparando los datos para predecir las tendencias 
futuras, establecen normas internacionales sobre una amplia gama de aspectos, desde 
la agricultura y el impuesto a la seguridad de los productos químicos. (ODCE, 2015) 
 
 
La Organización Europea de Cooperación Económica (OECE), se estableció en 1948 
para ejecutar el Plan Marshall financiado por los Estados Unidos para la reconstrucción 
de un continente devastado por la guerra. Al hacer que los distintos gobiernos 
reconozcan la interdependencia de sus economías, allanaron el camino para una nueva 
era de cooperación que iba a cambiar la faz de Europa. Animado por su éxito y la 
perspectiva de su trabajo hacia adelante en un escenario global, Canadá y los EE.UU., 
se unieron como miembros de la OECE, en la firma del nuevo convenio el 14 de 
diciembre de 1960. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE), nació oficialmente el 30 de septiembre de 1961, cuando la Convención entró en 
vigor. (ODCE, 2015) 
 
 
(…) “Sobre la base de los hechos y la experiencia de la vida real, recomiendan medidas 
y políticas destinadas a mejorar la calidad de vida de las personas, trabajan con las 
empresas a través del Comité de Negocios y Asesora de la Industria de la OCDE, y con 
la mano de obra, a través de la Comisión Sindical Consultiva, manteniendo contactos 
activos con organizaciones de la sociedad civil, haciendo compromisos con las 
economías de mercado respaldadas por las instituciones democráticas, se centran en el 
bienestar de todos los ciudadanos, por tanto, adoptan medidas para combatir el 
terrorismo, a los evasores de impuestos, a empresarios deshonestos y a todos aquellos 
que socavan una sociedad justa y abierta.  
 
 
Su acción se enfoca en ayudar a gobiernos de todo el mundo para restaurar la confianza 
en los mercados e instituciones que hacen esa función, restablecer las finanzas públicas 
sanas como base para el futuro crecimiento económico y sostenible, fomentar y apoyar 
nuevas fuentes de crecimiento a través de la innovación, el diseño de estrategias 
ecológicas, de lo que denominan “crecimiento verde” y el desarrollo de economías 
emergentes, asegurándose que la gente de todas las edades puedan desarrollar 
habilidades para trabajar en forma productiva y satisfactoria en los empleos del mañana.  
 
 
Su historial es sorprendente, los EE.UU, han visto como su riqueza nacional casi se ha 
triplicado en las cinco décadas transcurridas desde que la OCDE se creó, calculado en 
términos de producto interno bruto per cápita de la población, al igual que Brasil, India y 
la República Popular China, se han convertido en nuevos gigantes económicos, los 36 
miembros de la OCDE representan el 80% del comercio mundial y la inversión, jugando 
un papel fundamental, para hacer frente a los desafíos que enfrenta la economía mundial 
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El trabajo de la OCDE se basa en la supervisión continua de los acontecimientos en los 
países miembros, así como fuera de la zona de la OCDE, e incluye proyecciones 
regulares de la evolución económica a corto y medio plazo. La Secretaría de la OCDE 
recoge y analiza datos, que luego los comités discuten y deciden la política con respecto 
a esta información, el Consejo toma decisiones y luego los gobiernos aplican las 
recomendaciones, según las revisiones hechas por los pares, adoptando las medidas 
que consideran necesarias y eficientes, cuentan con un Grupo de Trabajo sobre 
Cohecho, vigilan la aplicación de la Convención de la OCDE para Combatir el Soborno 
a Funcionarios Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales. 
 
 
Los debates del Comité de la OCDE a veces evolucionan en negociaciones donde los 
países miembros están de acuerdo sobre las reglas del juego para la cooperación 
internacional, que pueden culminar en acuerdos formales de créditos de exportación o 
en el tratamiento de los movimientos de capital. Pueden producir normas y modelos, por 
ejemplo en la aplicación de los tratados bilaterales en materia de fiscalidad, o 
recomendaciones en la cooperación transfronteriza en la aplicación de leyes contra el 




El 29 de mayo de 2013, la OCDE decidió entablar conversaciones de adhesión con 
Colombia y el 19 de septiembre de 2013, se adoptó la hoja de ruta en la que se fijan los 
términos, las condiciones y los procedimientos para el proceso de adhesión que incluye 




(…) Para cumplir con este ambicioso calendario de reformas, Colombia deberá seguir 
modernizando sus instituciones públicas. A pesar de los importantes avances del 
gobierno en la introducción de una agenda legislativa de gobernanza, todavía caben 
importantes mejoras para asegurar la ejecución de los contratos, gestionar las 
diferencias interregionales de los servicios públicos, elevar la calidad del aparato judicial 
y luchar contra la corrupción.  
 
 
Una implementación satisfactoria del Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018, depende 
también que vaya acompañada de una actuación coherente y concertada en materia de 
políticas públicas. Es preciso contar con buenas instituciones públicas y una sólida 
capacidad del gobierno para proporcionar un apoyo administrativo y reglamentario que 
contribuya a la transformación económica y el progreso equitativo. Colombia ha 
alcanzado hitos destacados en el despliegue de su programa de gobernanza, cuyo 
objetivo es fortalecer las instituciones para fomentar el crecimiento sostenible e inclusivo 
de todo el país. Sin embargo, es fundamental ampliar la cobertura y mejorar la calidad 
de los servicios públicos. También es necesario seguir insistiendo en el cumplimiento de 
los contratos, así como en la transparencia y la responsabilidad  del Gobierno, la 
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recaudación tributaria en torno al 20% del PIB, en la parte baja de los países de la OCDE, 
y una reducción de los ingresos públicos derivados de los productos básicos, es 




El Plan Nacional de Desarrollo 2014 - 2018, prevé una estrategia de desarrollo plurianual 
integrada a nivel nacional que estipula un marco claro para la Administración Pública 
colombiana en general. El instrumento de dirección se puede mejorar si se aplica un 
marco de estrategia más sólido y si su implementación se apoya en una Administración 
Pública más flexible e integrada. Se está avanzando en esa dirección, con medidas para 
reforzar la capacidad en el centro del Gobierno y un compromiso general para 
modernizar la gestión de recursos humanos del Gobierno. La contratación por 
meritocracia a nivel gubernamental, sumada a la alineación de los itinerarios 
profesionales de la Administración Pública en el marco institucional, contribuirá a reforzar 
la labor que se está haciendo. Siendo un compromiso permanente trabajar por la 
transparencia y la responsabilización, perseverando en la lucha contra la corrupción 
mejorando la coordinación entre los diferentes organismos y reforzando la Agencia 
Nacional para la Contratación Pública, así como creando y manteniendo la capacidad de 
lucha contra la corrupción a nivel local y subnacional”. (…) (OCDE, 2015, pág. 54). 
 
 
6.2 Conclusión - Un Nuevo Diseño de Carrera Administrativa 
 
 
Michel Crozier, estableció en su artículo la transición del Paradigma burocrático a una 
cultura de gestión pública, que el éxito de una nueva cultura de gestión pública es una 




1.- El crecimiento de todas las actividades administrativas – públicas, semipúblicas está 
sobrecargando los recursos asignables, financieros y humanos y ya no pueden ser 
administrados con las herramientas tradicionales de la jerarquía administrativa. 
 
 
2.- Estamos viviendo una verdadera revolución en actividades humanas, materiales e 
inmateriales, desde las actividades del trabajador asalariado hasta las del empleado 
oficinista, sino también en el funcionamiento de los sistemas de relaciones de poder.  
 
 
Aunque las organizaciones sociales tienden a fraccionar sus relaciones colectivas, para 
dar paso a la individualización de cada miembro de la sociedad, que cada vez exige más 
autonomía y respeto por su identidad personal, el Estado como representante de la 
sociedad, crea su “existencia” en el panorama internacional a través de la cohesión social 
que como asociación depende por completo de la “presencia” de un dirigente y 
72 
SISTEMA DE MÉRITO A PROPÓSITO DE LA CONVOCATORIA NÚMERO 128 DIAN – 2009 
eventualmente de un cuadro administrativo. Es decir, si en un Estado, existen 
determinadas personas “puestas” para actuar, en caso dado, en ese sentido, la 
asociación no consiste en otra cosa que en la probabilidad del desarrollo de una acción 
orientada en la forma expuesta. Para la consecución de un mejor Estado, instrumento 
indispensable para el desarrollo de los países, la profesionalización de la función pública 
es una condición necesaria. Se entiende por tal la garantía de posesión por los servidores 
públicos de una serie de atributos como el mérito, la capacidad, la vocación de servicio, 
la eficacia en el desempeño de su función, la responsabilidad, la honestidad y la adhesión 
a los principios y valores de la democracia. (ONU CLAD, 2003). 
 
 
Diversos estudios realizados por organismos internacionales registran evidencias acerca 
de una relación positiva entre la existencia de sistemas de función pública o servicio civil 
investidos de tales atributos y los niveles de confianza de los ciudadanos en la 
administración pública, la eficacia gubernamental, la lucha contra la corrupción, y la 
capacidad de crecimiento económico sustentable de los países, porque una 
administración profesional que incorpora tales sistemas contribuye al fortalecimiento 
institucional de los países y a la solidez del sistema democrático. (ONU CLAD, 2003). 
Por otra parte, la calidad de los diferentes sistemas nacionales de función pública o 
servicio civil en la comunidad iberoamericana es diversa y heterogénea. El logro de una 
función pública profesional y eficaz es, para cualquier sociedad democrática, un 
propósito permanente que encuentra en todo caso múltiples áreas de mejora de los 
arreglos institucionales existentes. Ahora bien, no deben desconocerse las evidentes 
diferencias que los distintos puntos de partida implican en cuanto al contenido, amplitud 
e intensidad de las reformas necesarias en cada caso.  
 
 
Partiendo del diagnóstico de la Comisión Nacional de Servicio Civil, considero que en 
Colombia, deben ser adoptados estos tópicos, a efectos de concretar el re diseño 
institucional que es pertinente para superar la crisis de la Función Pública y para avanzar 
en el camino del mérito, como elemento de acreditación requerido por la OCDE. 
 
 
6.2.1 El Servicio Civil 
 
 
En su ensayo, Waleska Muñoz Aravena (El Servicio Civil - Una Necesidad para una 
Adminsitración Posburocrática, 2007), desarrolla las diferentes concepciones respecto a 
los términos servicio civil o función pública, entendiendo que siendo el más recurrente 
Servicio Civil, en instituciones como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el 
Centro Latinoamericano para el Desarrollo (CLAD), estos son equivalentes, igualmente, 
puntualiza que los términos pos-burocracia y nueva gestión pública se usarán 
indistintamente. En la Carta Iberoamericana de la Función Pública, la Función Pública, 
es definida como el conjunto de arreglos institucionales mediante los que se articulan y 
gestionan el empleo público y las personas que los integran, en una realidad nacional 
determinada y para hablar de la existencia de un servicio civil en un determinado país, 
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se debe considerar la existencia de: 1.- Una Administración Pública profesional: en la 
cual se preserva la independencia e imparcialidad de su funcionamiento, manteniéndose 
al margen del clientelismo político. 2.- La regulación del empleo público, que va más allá 
de la existencia de normas jurídicas. 3-. El concepto de servicio civil, que engloba 
supuestos en los que el grado de singularidad de sus regulaciones propias respecto al 
derecho al empleo común puede ser muy diverso; desde un considerable alejamiento 
hasta la virtual identificación. Es decir que la relación de empleo público, puede estar 
entre el derecho público y el derecho privado. (Longo, Informe sobre la Situaciòn del 
Servicio Civil en América Latina, 2006).  
 
 
El servicio Civil implica una administración profesional dirigida y controlada, pero no 
patrimonializada por la política y protege al empleo público frente a prácticas de 
padrinazgo y clientelismo. En ese sentido, las reglas del servicio público, señala Oscar 
Oszlak “garantizan a la ciudadanía la profesionalidad y objetividad de los funcionarios 
públicos, su vocación democrática y el respeto a los principios de igualdad, mérito y 
capacidad en las diferentes instancias de la carrera funcionarial, lo que debe reflejarse 
en un cuerpo normativo especial. (Mascott Sánchez, Sistemas de Servicio Civil Una 
Comparación Internacional, pág. 10). 
 
 
Oscar Oszlak, es uno de los más prestigiosos estudiosos del Estado y las políticas 
públicas en la Argentina, que ha dedicado los últimos años de su carrera a estudiar las 
iniciativas de “gobierno abierto”, que, en todo el mundo, se reproducen como un antídoto 
contra la creciente desconfianza ciudadana, de la mano de los desarrollos tecnológicos 
y con la bandera de la transparencia del Estado. Acaba de publicar, junto con Ester 
Kaufman, un relevamiento de 709 iniciativas de gobierno abierto en más de 60 países, 
considera que “No se trata de la voluntad política de un gobierno de abrirse. Incluye una 
nueva modalidad de relación con el ciudadano, la posibilidad de escucharlo, de 
responderle, de admitirlo como coproductor, de que el ciudadano puede exigirle que rinda 
cuentas” reconoce. (Oszlak, 2014) 
 
 
“No es de extrañar, por tanto, que los empeños reformadores de las administraciones 
públicas acentúen, casi sin excepción, la necesidad de revisar y potenciar las políticas y 
prácticas de gestión pública de los recursos humanos (en adelante GPRH). La OCDE 
acuñó hace años el lema de la flexibilidad para sintetizar las orientaciones de reforma de 
la GPRH en los sistemas públicos de los estados miembros. La opción es coherente con 
la masiva utilización del término en el mundo empresarial, a partir de una reflexión inicial 
sobre el significado de la noción de flexibilidad aplicada a este objeto, pasar revista en 
primer lugar a los principales desafíos que la gestión de las personas enfrenta en el 
ámbito público, y las líneas de actuación que concretarían enfoques más flexibles y 
adaptados a los nuevos entornos de la gestión pública. En segundo lugar, se abordarán 
los grandes escenarios de intervención en los que las reformas debieran operar para 
tener éxito. Por último, se apuntarán algunas claves del debate actual sobre el empleo 
público, de cuyo desenlace dependerán en buena medida los modelos de futuro de la 
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GPRH. (Longo, Modernizar la Gestión Pública de las Personas: Los Desafíos de la 
Flexibilidad., 2001, pág. 1) 
 
 
6.2.2 La flexibilidad y sus significados 
 
 
De entrada, y hablando en concreto de la Gestión Pública de Recursos Humanos, cabe 
preguntarse hasta qué punto la orientación a la flexibilidad sintetiza en realidad 
orientaciones plausibles de mejora en cualesquiera países o entornos. Parece, en 
principio, que la expresión resultaría aplicable sobre todo a contextos en los que las 
prácticas de personal adolecieran de una constatable rigidez normativa y procedimental. 
Éste sería el caso de buena parte de los modelos profesionalizados, basados en 
sistemas de mérito en el servicio civil. Por el contrario, si habláramos de modelos que 
siguen la lógica del botín político, como es el caso en buena parte de los países 
latinoamericanos, sería dudoso que las prioridades pasaran por flexibilizar. De hecho, la 
combinación de elementos rígidos y flexibles, en proporciones por determinar en cada 
caso, caracteriza un diseño correcto de las políticas de RRHH (Mayrhofer, 1996). Parece, 
al menos a primera vista, que lo apremiante, en los casos en los que la norma es la 
politización del empleo público, sería introducir en éste algunos elementos de rigidez, 
consustanciales a los sistemas basados en el mérito y la capacidad de las personas.  
 
 
El paradigma de la flexibilización, se concreta en cuatro campos de acción, “1.- 
flexibilidad numérica: definida como la capacidad para ajustar el número de trabajadores 
en función de las necesidades del sector público y de los ciudadanos, 2.- flexibilidad 
funcional que implica la capacidad para reorganizar las competencias de los empleados. 
3.- flexibilidad en la duración de las jornadas laborales; 4.- distanciamiento: esto es, 
desplazamiento de formas tradicionales de contratación, por contratos temporales o 
subcontratación; 5.- flexibilidad salarial con el fin de promover el mérito, la calidad y la 
competitividad. (Mascott Sánchez, Sistemas de Servicio Civil. Una Comparación 
Internacional, pág. 28) 
 
 
6.2.3 El Gran Desafío 
 
 
Orientar la gestión de los recursos humanos hacia la flexibilización supone afrontar un 
desafío trascendente que afecta la gestión del empleo, la planificación y la organización 
del trabajo, la gestión de rendimiento, el desarrollo y el aprendizaje y la organización 
apropiada de los recursos humanos. 
 
 
La Gestión del Empleo: Concretada en la incorporación de personas idóneas para las 
finalidades que deben alcanzarse, cuya importancia se acrecienta en los servicios 
públicos de la sociedad, el conocimiento cuyas características son la tecnificación de las 
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tareas, la reducción del peso del trabajo poco cualificado o rutinario y el aumento de las 
exigencias de cualificación, construyendo sistemas de garantías frente al mérito, para 
evitar la politización, a través del desarrollo y planificación de los perfiles del personal, 
seleccionando las competencias necesarias, para formar perfiles idóneos del titular de 
una tarea. (Spencer & Spencer, 1993), los instrumentos de selección adecuados, que 
permitan la identificación del perfil, a través de la aplicación de pruebas de aptitud y 
personalidad, simulaciones y centros de valoración, que deberán ser aplicados por 
órganos profesionales de selección legitimados por el conocimiento experto y capaces 
de actuar con independencia, como claves imprescindibles en un sistema de mérito que 
pretenda ser eficaz.  
 
 
6.2.4 La Planificación y Organización del Trabajo 
 
 
Se hace necesario mejorar el aprovechamiento de los recursos humanos, y de los 
propios sistemas de planificación, liberándolos de la limitación que imponen los ciclos 
políticos y las dificultades que encuentra en el entorno público la producción de 
estrategias planificadas para evitar el uso de mecanismos reactivos, que en materia de 
recursos humanos conlleva elevados costes de todo tipo. En palabras de Palomar, 
“…mientras el empleo público sea esencialmente estable (y creemos que debe seguir 
siéndolo) la reubicación, la reasignación y la ponderación de necesidades son elementos 
al servicio de una gestión pública de los recursos humanos [propias de un marco] en el 
que la eficacia y la eficiencia dejan de ser un tópico”. (Palomar, 1997). 
 
 
La segunda de las grandes áreas de mejora en este campo, es el logro de una 
organización del trabajo adaptable a los cambios. En general, las organizaciones 
públicas no operan en entornos tan dinámicos como ciertas empresas, pero sin duda sus 
necesidades de adaptación han crecido, y obligan a reconsiderar ciertos elementos de 
rigidez que a menudo ofrecen una gran resistencia al cambio. (Longo, Modernizar la 
Gestión Pública de las Personas: Los Desafíos de la Flexibilidad., 2001, pág. 4) 
 
 
6.2.5 La gestión del Rendimiento 
 
 
Dar responsabilidad, no es una panacea, pero numerosos estudios empíricos han 
evidenciado la relación entre la amplitud de la esfera de responsabilidad asumida y la 
mejora del rendimiento. El empoderamiento debe ser visto como algo más que una 
moda. Es una orientación que implica transferir en cada caso, el grado de 
responsabilidad más alto que sea posible sin pérdida de eficacia o calidad. Sea por la 
vía de la delegación de atribuciones, del enriquecimiento de tareas o cualquier otra, 
conecta con elementos centrales de la motivación y el rendimiento, y sintoniza además, 
con las tendencias de las organizaciones contemporáneas al aplanamiento de 
estructuras y la sustitución de la supervisión directa por controles sobre los resultados. 
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(Longo, Modernizar la Gestión Pública de las Personas: Los Desafíos de la Flexibilidad., 
2001, pág. 5) 
 
 
En el ámbito que nos ocupa, la preocupación se refuerza porque lo público se percibe 
como un contexto de especiales dificultades para conseguir y sostener la motivación en 
el trabajo. Se ha destacado, en este sentido (Villoria & Del Pino, 1997, pág. 119), la 
especial dificultad para implantar, en este entorno, recompensas extrínsecas (dinero, 
fama, crecimiento competitivo). Lo que parece indudable es que los estímulos a las 
mejoras en el rendimiento de los empleados públicos, constituyen actualmente uno de 
los principales desafíos de la GPRH y cuatro grandes ejes de intervención nos parecen 
esenciales. (Longo, Modernizar la Gestión Pública de las Personas: Los Desafíos de la 
Flexibilidad., 2001, pág. 5). 
 
 
6.2.6 La Gestión del Aprendizaje y el Desarrollo 
 
 
Las administraciones públicas operan en la sociedad del conocimiento y sobre ellas 
gravitan los ingentes desafíos que en este contexto social proyectan sobre las 
organizaciones, de manera que la adquisición y desarrollo de capital intelectual, es un 
activo principal que debe ser gestionado, en dos ejes fundamentales: 1.- Usar la 
información como herramienta estratégica, capacitar al personal implica planificar, 
gestionar y evaluar en función y al servicio de las prioridades y objetivos de la 
organización. 2.- Diseñar carreras no jerárquicas, porque las organizaciones públicas 
necesitan estimular el aprendizaje, el desarrollo de conocimientos y habilidades, sin 
embargo, solamente aplican para producir un ascenso jerárquico escalonado y dotado 
de autoridad formal. 
 
 
6.2.7 La Gestión de Competencias 
 
 
La noción de competencias incluye un conjunto de conocimientos, habilidades, actitudes, 
valores, capacidades cognitivas y rasgos de personalidad que en cada caso configuran 
los perfiles de idoneidad para el desempeño exitoso de los distintos puestos y tareas. La 
meta explica Francisco Longo, es incrementar la flexibilidad con la que la organización 
puede disponer de sus recursos humanos en contextos de cambio. (Mascott Sánchez, 
Sistemas de Servicio Civil. Una Comparación Internacional, pág. 31). 
 
 
6.2.8 La Organización de la Función de Recursos Humanos 
 
 
En el proceso de flexibilización de la gestión pública de los recursos humanos, se hace 
necesaria la vinculación de funcionarios directivos con capacidad de protagonizar la 
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gestión de recursos humanos, haciendo uso de sus conocimientos técnicos, destrezas 
específicas y desarrollo de actitudes de liderazgo, que permitan la asunción de sistemas 
de premio – sanción específicos, que estimulen la asunción de responsabilidades 
directivas, transfiriendo a los funcionarios el poder de decisión y gestión de las personas 
a su cargo, a través del ejercicio de atribuciones propias del departamento central de 
recursos humanos, que les habilite para desempeñar el nuevo papel. (Longo, Modernizar 
la Gestión Pública de las Personas: Los Desafíos de la Flexibilidad., 2001). 
 
 
Para los países del OCDE existen 5 mecanismos para llevar a cabo la medición de 
resultados y del desempeño: (Mascott Sánchez, Sistemas de Servicio Civil. Una 
Comparación Internacional, pág. 32) 
 
 
1.- Informes de desempeño: son publicaciones sistemáticas de datos sobre resultados 
disponibles para ciudadanos o clientes. Permiten la comparación entre instituciones 
dedicadas a actividades similares.  
 
 
2.- Objetivos de desempeño: Especifican las metas de resultados, con base en la 








4.- Contratos sobre la base del desempeño: Comprende los productos o resultados que 
una agencia o funcionario se comprometen a alcanzar a partir de los recursos acordados. 
Los contratos se realizan por un periodo determinado, al término del cual se evalúan los 
resultados, y si estos son positivos se da lugar a un nuevo contrato. 
 
 
5.- Presupuesto por resultados: Consiste en un contrato implícito que concreta recursos 
con resultados. El grado de libertad en la utilización de los recursos, varía de acuerdo al 
grado de flexibilización del sistema. 
 
 




El argumento más recurrente en los procesos de reforma de los sistemas de servicio 
civil, no apuntan a grandes reformas legales, sino la modificación de sus características 
funcionales que garanticen la racionalización de los recursos, un mayor grado de 
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flexibilidad y conciliación de las necesidades, demandas y opiniones de los ciudadanos 
a la dinámica institucional, en suma, se requiere un replanteamiento institucional, 
estructural y cultural de la Comisión Nacional de Servicio Civil, sustituyendo el control 
sobre los procesos, para verificar la eficiencia de sus resultados.  
 
 
Desde esta óptica, se requiere la liberalización de los procesos, eliminando la regulación 
estandarizada y unificada, para hacerla adaptable a las necesidades de cada 
convocatoria y las prácticas del servicio, en una dinámica que permita agilizar los 
procesos de selección y conformación de las listas de elegibles, teniendo en cuenta, que 
previo a la formulación de una convocatoria pública, deben existir consolidadas un 
número de plazas vacantes por la consistente ejecución del Sistema Unificado de 
Carrera Administrativa, que conlleve a la clasificación de los candidatos admitidos por 
orden de mérito y la obligación de la autoridad de respetar los procedimientos, todo esto 
simplificando los procedimientos, e implementando los mecanismos de rendición de 
cuentas de sus funcionarios y la aplicación de un proceso formal en sus mecanismos y 
garantías de acceso al servicio civil. 
 
 
Estas condiciones, junto a la acreditación de los elementos necesarios de cada 
convocatoria, pueden asimilarse a las características más marcantes en las reformas al 
servicio civil Francés y a todos los procesos de restructuración surgidos en todos los 
países del OCDE, aunque con diferencias en sus mecanismos de implementación, han 
conllevado como regla general la aplicación del principio del mérito y la igualdad de 
oportunidades, que sin ser un asunto netamente legal, conllevó un tema cultural, que 
permea actualmente la actividad general de las autoridades, sin embargo, al perecer en 
el caso Colombiano, actualmente, aún desconocen el orden Constitucional y legal, en 
torno al ejercicio de sus funciones, porque piensan que las reglas aplican para todos, 
menos para sí. 
 
 
Entonces, el cambio nos debe conducir a la modificación de las estructuras sociales que 
den prelación al interés general y a la aplicación de principios éticos, en donde los 
individuos estén dispuestos a cumplir el pacto social tal como lo concibe Rawls, en su 
teoría de la justicia, asimilando la sociedad como una asociación autosuficiente de 
personas cuyas relaciones son convalidadas por reglas de conducta aceptadas por la 
mayoría y por tanto de observancia obligatoria; que para su validez especifica, convoca 
un sistema de cooperación planificado para promover el bienestar de todos los que 
conforman la colectividad, planteando la solución a los conflictos de intereses ajustada a 
los postulados de la justicia, a partir del ejercicio de los principios de la igualdad, la 
equidad y el equilibrio, reivindicando la cooperación como la vía más eficiente para 
obtener mejores condiciones de vida general.  
 
 
Todos los anteriores aspectos deberán ser analizados y aplicados sistemáticamente en 
la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo 2014 - 2018, elaborado por el gobierno 
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colombiano, atendiendo las recomendaciones de la OCDE, vistos así, son un requisito 
en la satisfacción de las exigencias de gobernabilidad y transparencia para ser aceptados 
como miembros del organismo internacional.  
 
 
En conclusión, para acreditar el cumplimiento de estos requisitos considero que por 
ahora no se hacen necesarias reformas legales, porque Colombia cuenta con un amplio 
y completo marco Constitucional y normativo que permite hacer efectivos los postulados 
internacionales del mérito, que viene siendo sistemáticamente inaplicado, se requiere 
entonces, que este sea adoptado como mecanismo general y obligatorio en la provisión 
de los empleos públicos y gubernamentales, tal como se aplica de manera universal en 
los países del OCDE y las soluciones desde la perspectiva del modelo Francés, se 
plantean en un servicio civil de estructura cerrada de estatuto o ley de carrera, entendido 
como un elemento constitutivo del derecho administrativo, de servidores públicos distinto 
al derecho de empleados privados, con mecanismos propios de reclutamiento, 
formación, ascensos y promociones hasta la salida o retiro, con funciones clasificadas, 
garantía de igualdad de acceso a todos los aspirantes, fundado en el mérito y no en 
recomendaciones políticas, elegidos por concurso obligatorio y preparación permanente 
de los funcionarios a cargo de la administración pública, en procesos de formación desde 
el enfoque de la Escuela Superior de Administración Pública y en que las causas de retiro 
estén previamente determinadas, en casos de faltas disciplinarias graves, dando a los 
nombramientos en provisionalidad un carácter netamente excepcional, más riguroso en 
sus requisitos de aplicación.  
 
 
Según lo dispone el artículo 130 de la Carta Política (Colombia, 1991), la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, es la responsable de la administración y vigilancia de las 
carreras de los servidores públicos, excepción hecha de las que tenga carácter especial 
y como se anotó en precedencia, por desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional 
la función de administración a cargo de la Comisión comprende la selección de los 
candidatos para la provisión de cargos de carrera. A partir de entonces, las competencias 
para seleccionar y para nombrar empleados públicos de los sistemas de carrera, excepto 
los especiales, están asignadas a autoridades diferentes.  
 
 
De otra parte, dado que la Comisión Nacional de Servicio Civil es una única autoridad 
administradora de la carrera administrativa, excluye la posibilidad de organizar 
comisiones seccionales o departamentales encargadas de la administración y vigilancia 
de las carreras en el orden territorial, ésta, concebida como un órgano independiente del 
más alto nivel en la estructura del Estado Colombiano, con personería jurídica, 
autonomía administrativa, patrimonial y técnica, no hace parte de ninguna de las ramas 
de poder público y es responsable administrativa y patrimonialmente de los recursos del 
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6.3.1 La Comisión Nacional de Servicio Civil después de la 
Convocatoria 128 DIAN 2009.  
 
 
El análisis de la Convocatoria 128 DIAN 2009, permite entrever una serie de desajustes 
en la dinámica del proceso elaborado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, como 
administradora de la carrera administrativa, frente a los cuales elaboré una sugerencia 
de mejoramiento, planteado como un mero ejercicio de aporte académico. 
 
 
En Colombia, es un imperativo constitucional que sea la Comisión Nacional de Servicio 
Civil, quien tenga bajo su competencia exclusiva y excluyente tanto la administración 
como la vigilancia de la carrera general y de las específicas de origen legal, entonces, 
los concursos y procesos de selección, se adelantan por medio de contratos o convenios 
interadministrativos suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de 
educación superior acreditadas por ella para tal fin, previo proceso de selección 
abreviada, conforme a las normas contenidas en la Ley 80 de 1993 y demás normas que 
la modifiquen o adicionen.  
 
 
Sin embargo, la Comisión Nacional de Servicio Civil en esta Convocatoria, sobrepasó los 
límites temporales para la contratación de la universidad que llevaría a cabo la aplicación 
de las pruebas de competencias hasta el mes de julio de 2011 y adjudicó 
extemporáneamente a la Universidad San Buenaventura Seccional Medellín, el 
desarrollo de la etapa de aplicación de pruebas, para que diseñara la convocatoria 
abierta para la provisión de empleos vacantes dentro de la carrera administrativa 
específica de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN y por virtud del 
contrato de Prestación de Servicios No. 226 de 2011, le correspondía a esta atender 
todos los temas relacionados con las pruebas del referido proceso de selección, 
quedando la Comisión sujeta a la labor de supervisión y vigilancia de las obligaciones a 
cargo de la mencionada Universidad, igualmente, fue necesaria y reiterada la protección 
constitucional al debido proceso a favor de los aspirantes, en sede de tutela, por cuanto 
no existía regularidad en la delegación conferida a la Universidad para que atienda y 
resuelva las reclamaciones. 
 
 
En este punto se hace necesario, que se retomen las recomendaciones trazadas por la 
OCDE, en punto del cumplimiento contractual, como un mecanismo de gobernabilidad, 
que es uno de los componentes necesarios de mejoramiento estatal.  
 
 
De otra parte, aunque en el proceso de formalización de la Convocatoria 128 DIAN 2009, 
plasmada en los Acuerdos No. 108 y 127 de 2009 de la Comisión Nacional de Servicio 
Civil, fueron claramente establecidos como factores de valoración dentro de la prueba de 
análisis de antecedentes la educación, experiencia y producción intelectual y que la 
conformación de la lista de elegibles debía hacerse en estricto orden de mérito y dentro 
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de los diez días siguientes a su entrega al Director General de la Unidad Administrativa 
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, debería efectuar el 
nombramiento en periodo de prueba, en el empleo objeto del concurso, tales parámetros 
fueron desatendidos porque en el desarrollo del proceso de selección, no se mantuvieron 
las reglas claras de la Convocatoria, porque los aspirantes reportaron deficiencias de 
información, de identificación de los participantes y pertinencia de las preguntas, al 
haberse modificado inmotivadamente el eje temático trazado previamente en la Adenda 
No. 3 de la Comisión Nacional de Servicio Civil, de las competencias funcionales, para 
la solución de los cuestionarios aplicados en la prueba de conocimientos, hechos que 
fueron objeto de reclamaciones y requerimientos para la revisión de los cuadernillos de 
preguntas por vía directa o en sede de tutela, porque las alegaciones de ser 
documentación reservada por parte de la Comisión Nacional de Servicio Civil y la 
Universidad San Buenaventura, afectaron los derechos fundamentales al debido proceso 




Igualmente, en el Contrato de Prestación de Servicios, se pactó que las reclamaciones 
por inconformidad en los puntajes obtenidos en las pruebas, serían resueltas por la 
Universidad San Buenaventura, cuando legalmente el competente para resolverlas en 
primera instancia era el empleado que desempeñe la jefatura de la dependencia que 
ejerza la función de Gestión Humana y la segunda instancia corresponde a la Comisión 
del Sistema Específico de Carrera, de manera que, al serle conferida potestad a un 
órgano distinto la Comisión Nacional de Servicio Civil, en franco desconocimiento de los 
lineamientos Constitucionales y legales, desatendió o se marginó del conocimiento de 
las solicitudes de revisión del proceso realizadas tanto por los participantes como por el 
propio Director General de la DIAN, eliminando del proceso la segunda instancia, en 
desconocimiento de los principio del mérito y de la doble instancia, consagrados en el 
Articulo 125 y 29 de la Constitución Nacional, situación que fue revisada y solucionada 
en sede de tutela por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional 
 
 
Como opción evolutiva en el proceso de revisión de las dinámicas de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil habrá que revisarse los postulados de la gestión de 
rendimiento, hecho que ha ocupado durante décadas a la psicología de las 
organizaciones y en general a la teoría de la gestión.  
 
 
La Comisión Nacional de Servicio Civil, para esa vigencia, no presentó oportunamente 
sus propuestas de ejecución de proyectos o planes de mejoramiento de su gestión, a 
pesar de las reconvenciones y los casos de responsabilidad fiscal iniciados por la 
Procuraduría General de la Nación, que en sus propias palabras en el Informe de Gestión 
2010 para la entidad expuso: “En el nuevo Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, no 
se definieron metas para la Comisión Nacional de Servicio Civil, pese a que en el Plan 
de Desarrollo Prosperidad para Todos, se estructuraron las “políticas que conducen a 
una mayor cohesión social a través de la generación de empleo, la educación y la 
82 
SISTEMA DE MÉRITO A PROPÓSITO DE LA CONVOCATORIA NÚMERO 128 DIAN – 2009 
igualdad de oportunidades y que también promueven la participación ciudadana y la 
responsabilidad social”, entonces, la Comisión Nacional de Servicio Civil, debe acatar la Ley 
951 de 2005, por medio de la cual se fijan las normas generales para la entrega y recepción de 
los asuntos y recursos públicos y se establecen las obligaciones para los servidores públicos en 
el orden nacional, departamental, distrital, municipal, metropolitano en calidad de titulares y 
representantes legales.  
 
 
La Comisión Nacional de Servicio Civil, debe ceñirse a las regulaciones sobre personal 
y administración de recursos humanos, consagrados en la Ley 489 de 1998, por la cual 
se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden 
nacional, se regula el ejercicio de la función administrativa, se determina la estructura y 
los principios y reglas básicas de la organización y funcionamiento de la Administración 
Pública, sobre delegación, desconcentración, características y régimen de las entidades 
descentralizadas, racionalización administrativa, prestación de servicios públicos o 




Acatar su obligación de elaborar el sistema unificado de carrera administrativa, para 
proveer las listas de vacantes y planear las convocatorias de concurso público para 
provisión de tales cargos en carrera y en obligatoria atención de los postulados 
constitucionales del mérito, debe sujetarse al Sistema de Desarrollo Administrativo, que 
es un conjunto de políticas, estrategias, metodologías, técnicas y mecanismos de 
carácter administrativo y organizacional para la gestión y manejo de los recursos 
humanos, técnicos, materiales, físicos y financieros de las entidades de la Administración 
Pública, orientado a fortalecer la capacidad administrativa y el desempeño institucional, 
de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
 
Este sistema se fundamenta en las políticas de desarrollo administrativo formuladas por 
el Departamento de la Función Pública, adoptadas por el Gobierno Nacional y en el Plan 
Nacional de Formación y Capacitación formulado por el Departamento Administrativo de 
la Función Pública en coordinación con la Escuela Superior de Administración Pública. 
Igualmente, debe implementar y desarrollar un plan de incentivos de la gestión pública, 
como el Banco de Éxitos, el Premio Nacional de Alta Gerencia y los estímulos a los 
servidores públicos destacados por su eficiencia, creatividad y mérito en el ejercicio de 
sus funciones, el Sistema de Control Interno, el Programa de Alto Gobierno, desarrollado 
por la Escuela Superior de Administración Pública, regula la composición de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, el ejercicio de la función administrativa, el organización de 
la planta global y los grupos internos de trabajo de las instituciones del ejecutivo. 
 
 
Fortalecer sus funciones de control, administración, organización y actualización de este 
registro público de vacantes, que le exige contar con el apoyo técnico, instrumental y 
logístico del Departamento Administrativo de la Función Pública, retomando los 
lineamientos del Registro Público de Carrera Administrativa, integrándolo en el Sistema 
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Unificado de Información del personal en los términos que establezca el reglamento y a 
efectos de que sus datos puedan ser empleados para la planificación y gestión de los 
recursos humanos del sector público y de la Ley 909 de 2004. 
 
 
Adicionalmente para cumplir con este objetivo pendiente a diciembre de 2010, debe 
asumir el cumplimiento de la meta de ajuste del aplicativo de expedientes del Registro 
Público de Carrera y del necesario para el registro y control de documentos e inventarios 
de los expedientes del Grupo de Registro de Carrera Administrativa. 
 
  
Así, que la voluntad política debe centrarse en agilizar los procesos de selección de 
personal por concurso abierto de mérito, la ejecución del registro único de carrera, 
mediante la implementación del plan de identificación de las vacantes en las entidades 
territoriales, iniciado durante la vigencia fiscal 2006 – 2010, para suplirlas con listas de 
elegibles vigentes, la eficiencia en las funciones de vigilancia y coordinación de la carrera 
administrativa, que conlleven la ejecución dinámica del sistema de carrera administrativa 
general y específica en los términos en que fue diseñada por la Ley 909 de 2004, en 
armonía con la Constitución Política de 1991, aspectos que fueron ampliamente 
expuestos en el desarrollo de esta investigación.  
 
 
De manera que, “El problema básico de la transición es como sobreponerse a la 
contradicción entre las necesidades crecientes de dominar la complejidad y la 
declinación de los medios para lograrlo” (Crozier, 1997, pág. 2)(…) Por esta razón si 
hemos de progresar tendremos que construir una cultura de gestión pública, cuya 
primera característica básica ha de ser la capacidad de todas las personas, en todos los 
niveles operativos para cooperar. Una segunda característica deberá ir asociada a la 
anterior, la capacidad de comunicarse abiertamente, con libertad y franqueza a través de 
todas las barreras de la especialización. (…). Por lo tanto, la transición es un proceso 
prolongado y doloroso, ya que lo que debe cambiar no solo son las técnicas, que 
pudieran definirse con claridad, sino todo un sistema humano y cultural, especialmente, 
todo un conjunto de complejas relaciones de poder” (Crozier, 1997, pág. 3). 
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